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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Panorama general

1. El Brasil es uno de los principales exportadores mundiales de productos agropecuarios.  El promedio de los aranceles aplicados a esos productos es más bajo que el correspondiente a otras mercancías, pero se mantienen varias medidas internas de ayuda a la producción agrícola.  Entre esas medidas figuran los precios al productor garantizados y los créditos a tipos preferenciales;  los bancos están obligados a reservar el 25 por ciento de sus depósitos a la vista para el sector agrícola.  Desde 2004, las empresas que realizan inversiones en cultivos para biocombustibles pueden beneficiarse de tipos impositivos reducidos y crédito preferencial.  El enorme sector forestal del Brasil ha contribuido cada vez más a las exportaciones de mercancías.

2. Durante el período objeto de examen, la producción de minerales del Brasil ha aprovechado la fuerte demanda mundial y ha aumentado considerablemente.  Las inversiones extranjeras en el sector se benefician de trato nacional.  Las empresas privadas establecidas en el Brasil pueden participar, mediante concesiones, en la industria del petróleo y del gas.  En la práctica, la empresa PETROBRAS, controlada por el Estado, tiene una posición dominante en el sector, particularmente en la industria del refinado.  El Estado tiene también una presencia dominante en el sector de la electricidad.  El Brasil es el mayor exportador mundial y el segundo productor más importante de etanol.  Además tiene un sector manufacturero amplio y diversificado, al que ha prestado ayuda con medidas tanto fronterizas como internas, en particular condiciones favorables de financiación a largo plazo.

3. El sector de servicios genera aproximadamente el 65 por ciento del PIB del Brasil a precios básicos.  Aunque el Poder Ejecutivo está facultado para limitar la nueva participación extranjera en el sector de las telecomunicaciones, cualquier empresa establecida en el Brasil puede, en la práctica, participar.  El Brasil no ha consignado compromisos específicos en el marco del AGCS para el sector de las telecomunicaciones.  El establecimiento de nuevas instituciones financieras extranjeras está sujeto a aprobación en función de cada caso.  La participación extranjera en los bancos constituidos en sociedad en el Brasil puede llegar al 100 por ciento;  los bancos extranjeros pueden participar únicamente en las mismas actividades que los nacionales.  La legislación brasileña se modificó en 2007 para permitir la toma de seguros en el extranjero en determinadas condiciones.  El Brasil no ha ratificado el Quinto Protocolo del AGCS sobre Servicios Financieros, pero el Congreso está examinando la legislación pertinente de ratificación (finales de 2008).
4. Durante el período objeto de examen, la aviación comercial del Brasil siguió teniendo problemas.  Sólo las empresas de participación mayoritaria brasileña y gestionadas por brasileños pueden suministrar servicios nacionales.  Todos los grandes aeropuertos pertenecen al Estado, que también se encarga de su explotación.  El Brasil exige trato de reciprocidad respecto de los servicios internacionales de transporte marítimo y, en principio, sólo los buques de pabellón brasileño pueden participar en actividades de cabotaje.  El Brasil aplica un impuesto sobre el costo de flete marítimo;  el tipo aplicado a las rutas internacionales es del 25 por ciento, mientras que el cabotaje está sujeto a un tipo del 10 por ciento, y las exportaciones se excluyen del impuesto;  los ingresos recaudados se destinan a financiar la industria naviera nacional.  El Brasil aplica un derecho de faros únicamente a los buques de pabellón extranjero.  El ejercicio de las distintas profesiones en el Brasil se reglamenta a nivel federal.  No se reservan profesiones para los nacionales, pero el ejercicio de la abogacía y otras profesiones está supeditado a la residencia en el Brasil.  En lo que respecta a la arquitectura y la ingeniería, los proveedores de servicios extranjeros están obligados a constituir sociedades conjuntas con los proveedores de servicios brasileños, que deben asumir la carga de la responsabilidad civil.

2) Agricultura y silvicultura

5. En el período 2004-2007, el volumen de la producción agropecuaria aumentó en el 16,7 por ciento.  El Brasil es uno de los pocos Miembros de la OMC cuyo promedio de los aranceles aplicados es más bajo para los productos agropecuarios que para los demás productos.  Sin embargo, mantiene un número relativamente elevado de programas de ayuda a la producción agrícola, muchos de ellos destinados a proporcionar créditos de bajo costo, especialmente a los pequeños agricultores.  Las autoridades han observado que, aunque las normas lo permiten, en la práctica no se otorgan mayores preferencias crediticias a las empresas brasileñas que a las extranjeras.  Sin embargo, en algunos casos, esas preferencias pueden supeditarse a la utilización de insumos nacionales.  También se aplican precios garantizados a varios productos como forma de ayuda a la agricultura.  En 2004 se introdujo una ley por la que se reglamentan la producción y las importaciones de biocombustibles y se prevén tipos impositivos reducidos y créditos preferenciales para los agricultores que realizan inversiones en cultivos para biocombustibles.

6. Aunque el valor de la ayuda a la agricultura en el Brasil es bajo en comparación con el promedio de los países de la OCDE, las intervenciones en los mercados nacionales crediticio y agrícola son formas de ayuda con efectos de distorsión.  Además, como el Brasil es uno de los mayores exportadores mundiales de productos agropecuarios, su apoyo al sector agrícola puede afectar a los mercados internacionales.

ii) Características generales, objetivos de política y administración

7. La parte del PIB correspondiente a la agricultura (incluidas la pesca y la silvicultura, pero excluidas las actividades de transformación) a precios básicos fue del 5,5 por ciento en 2007, frente al 6,9 por ciento en 2004.  El valor nominal de la producción, expresado en la moneda nacional, se incrementó sólo en el 4,4 por ciento entre 2004 y 2007, mientras que la producción material de cereales y carne aumentó un 16,7 por ciento.  Esa discrepancia entre el valor y el volumen se debe al efecto combinado del descenso de los precios internacionales de algunos productos básicos de exportación, la disminución de la producción, el aumento de los costos de los insumos, principalmente del combustible, y la apreciación de la moneda.  Durante 2005 y 2006 se aplicaron precios garantizados a varios productos (entre ellos, y por primera vez, la soja) y se incrementó el sostenimiento de los precios de mercado.

8. Aunque el volumen global de la producción aumentó durante el período 2004-2007, la producción de algunos de los principales cultivos agrícolas del Brasil, tales como el maíz y el arroz, se redujo durante la campaña de 2005-2006, y la de soja se mantuvo estancada.  En 2007, y sobre todo en 2008, el volumen de la producción volvió a aumentar, inicialmente bajo el impulso de una mayor demanda y unos precios internacionales más elevados.  En conjunto, el volumen de la producción de cereales aumentó un 11,7 por ciento entre 2004 y 2007, hasta situarse en 133 millones de toneladas.  La producción siguió creciendo en 2008, año en que, según las estimaciones, alcanzó 145 millones de toneladas.  Los principales cereales producidos en 2007 fueron los siguientes:  soja (41,3 por ciento del total, en términos de volumen), maíz (40,2 por ciento), arroz (8,2 por ciento) y trigo (4 por ciento).  La producción de carne de ave pasó de 8,5 millones de toneladas en 2004 a 11,1 millones de toneladas en 2008 (estimación).

9. El Brasil es uno de los mayores exportadores de productos agropecuarios.  En 2007, las exportaciones agrícolas alcanzaron un valor de 48.200 millones de dólares EE.UU., equivalente al 30 por ciento de las exportaciones totales, en comparación con el 33 por ciento en 2003 (véase el capítulo I 6) i)).
  La soja es el principal producto de exportación en cuanto al valor (6.700 millones de dólares EE.UU. en 2007), seguida de la carne de ave (4.400 millones de dólares EE.UU.), la madera y sus manufacturas (3.600 millones de dólares EE.UU.), el café (de todos los tipos, 4.100 millones de dólares EE.UU.), el azúcar (5.100 millones de dólares EE.UU.) y el jugo de naranja (2.300 millones de dólares EE.UU.).  El Brasil es el mayor exportador mundial de café, azúcar, tabaco, soja y jugo de naranja.  Durante el período objeto de examen fue especialmente dinámico el sector de las exportaciones de carne (de bovino, de ave y otras).

10. La formulación y aplicación de las políticas agrícolas son competencia del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Abastecimiento (MAPA) y del Ministerio de Desarrollo Agrario (MDA).  La Secretaría de Relaciones Internacionales para la Agroindustria (SRI/MAPA), responsable de los asuntos de política comercial agrícola en el MAPA, se encarga de realizar las notificaciones a la OMC y asesorar a la Cámara de Comercio Exterior (CAMEX) sobre las cuestiones de política comercial relacionadas con la agricultura.  El MDA es responsable de las políticas de desarrollo rural sostenible basado en la reforma agraria y el fortalecimiento de las explotaciones agropecuarias familiares a pequeña escala, y de la promoción de la producción alimentaria nacional y la mejora de la seguridad alimentaria, así como de las cuestiones comerciales relacionadas con esas materias.  La Compañía Nacional de Abastecimiento (CONAB), empresa comercial del Estado vinculada al MAPA, se encarga de aplicar determinadas políticas agrícolas, incluidas las relacionadas con los precios mínimos y el almacenamiento.

11. Durante años, el Brasil ha participado activamente en las negociaciones de la OMC sobre la agricultura.  En el marco del PDD, el Brasil ha preconizado la eliminación o reducción drástica de todas las formas de subvenciones causantes de distorsión del comercio, así como la mejora del acceso a los mercados.  Asimismo, el Brasil ha recurrido a los procedimientos de solución de diferencias de la OMC para proteger sus intereses agrícolas en los mercados mundiales.  El Brasil ha intervenido como reclamante en cinco diferencias en la OMC, relativas a los asuntos siguientes:  Impuesto especial de equiparación aplicado por Florida a los productos de naranja y pomelo elaborados (demandado:  Estados Unidos);  CE - Subvenciones a la exportación de azúcar;  CE ‑ Clasificación aduanera de los trozos de pollo deshuesados congelados;  Estados Unidos ‑ Subvenciones al algodón americano (upland);  y Estados Unidos ‑ Subvenciones a la agricultura (véase el capítulo II 5) i)).

12. El Brasil lleva retraso en algunas de sus notificaciones a la OMC con respecto a la agricultura (noviembre de 2008).  La última notificación sobre subvenciones a la exportación (no concesión) se realizó en 2003 y correspondía al período 1999-2001.
  La notificación más reciente del Brasil a la OMC con respecto a las medidas de ayuda interna se hizo en 2007 para el período 2003‑2004.

iii) Medidas en la frontera

13. El promedio de los aranceles nominales NMF aplicados a los productos agropecuarios (definición de la OMC) fue del 10,1 por ciento en 2008, frente al 10,2 por ciento en 2004, y el promedio arancelario global fue del 11,5 por ciento.  Algunos subsectores agrícolas, tales como los de productos lácteos, azúcar, bebidas, bebidas espirituosas, vinagre, y tabaco y sus manufacturas se benefician de una protección más elevada, como promedio, y constituyen el conjunto de productos agrícolas sujetos a aranceles más elevados, superiores al 20 por ciento;  los cereales gozan de un tipo de protección inferior al promedio (capítulo III 2) iv)).  Los tipos consolidados del Brasil para los productos agropecuarios varían entre 0 y 55 por ciento.

14. Durante la Ronda Uruguay, el Brasil asumió compromisos en materia de contingentes arancelarios respecto de tres productos (trigo, manzanas y peras).  En 1996, el Brasil notificó a los Miembros de la OMC su intención de retirar su contingente arancelario para el trigo, que nunca había abierto.  Pueden aplicarse contingentes arancelarios NMF de 10.000 toneladas a las peras y las manzanas, aunque no se han abierto desde 1998 debido a que el arancel NMF es más bajo que el tipo del 15 por ciento aplicado dentro de contingente.

15. Se aplican contingentes arancelarios preferenciales en virtud de los acuerdos suscritos en el marco del MERCOSUR con Chile (vino, manzanas y melocotones (duraznos) elaborados) y México (ajos y trigo duro).

iv) Medidas de ayuda interna

16. El Brasil mantiene varias medidas de ayuda interna a la agricultura, entre ellas créditos en condiciones preferenciales, mecanismos de sostenimiento y estabilización de los precios, y contratos de opciones (cuadro IV.1).

Cuadro IV.1

Principales medidas y programas de ayuda a la agricultura

(Millones de reales/dólares EE.UU.)

	Programa
	Descripción
	Cuantía

	Crédito Rural
	Financiación de actividades agrícolas a tipos controlados y fijados por el Gobierno.
	51.200 (2007)
(28.400 millones de $EE.UU.)

	Programa automático BNDES/FINAME para la agricultura
	Financiación en condiciones preferenciales de determinadas actividades agrícolas, incluida la adquisición y el mantenimiento de maquinaria y equipo.
	3.600 (2007)
(2.000 millones de $EE.UU.)

	Programa Nacional de Fortalecimiento de la Agricultura Familiar (PRONAF)
	Ayuda a las explotaciones agrícolas familiares, la pesca artesanal, la acuicultura, la ganadería y la extracción de productos forestales
	8.400 (2006/07)
(4.670 millones de $EE.UU.)

	Política de Precios Mínimos Garantizados (PGPM)
	Mecanismo de sostenimiento de los precios
	2.100 (2007)a 
(1.170 millones de $EE.UU.)


a
Coste neto para el tesoro público.

Fuente:
Información facilitada por las autoridades brasileñas.

17. Según cálculos de la OCDE, el equivalente en subvenciones al productor del Brasil alcanzó un promedio del 5 por ciento en el período 2003-2005, tras pasar del 4 por ciento en 2004 al 6 por ciento en 2005;  ambos pagos se basaron en el aumento de la ayuda para la utilización de insumos y sostenimiento de los precios del mercado.  La OCDE señala que los pagos basados en la utilización de insumos consisten principalmente en subvenciones de los tipos de interés para inversiones y capital de explotación concedidas en el marco del programa de crédito rural que se describe más adelante, así como la subvención implícita que conlleva el aplazamiento de los pagos de la deuda agrícola.  El nivel de esa ayuda es mucho más bajo que el promedio de la OCDE del 30 por ciento.  Dos tercios de las ayudas al productor se conceden en forma de subvenciones del crédito, y el tercio restante mediante sostenimiento de los precios del mercado.  La OCDE calculó también que, en 2003-2005, los precios pagados a los productores fueron, por término medio, un 2 por ciento más altos que los vigentes en los mercados mundiales, y que el nivel de ayuda fue más elevado para el arroz, el maíz, el algodón y el trigo.  La ayuda total a la agricultura representó, como promedio, el 0,7 por ciento del PIB en 2003‑2005, nivel inferior al promedio del 1,1 por ciento de la OCDE.

18. En 2007, el Brasil notificó que su Medida Global de la Ayuda (MGA) durante el ejercicio 2003-2004 había sido inferior al nivel de minimis (menos del 10 por ciento del valor de producción), en comparación con la cuantía de su compromiso de 912,1 millones de dólares EE.UU.  En su mayor parte, la MGA notificada correspondió a precios mínimos de sostenimiento en el marco de la Política de Precios Mínimos Garantizados y el programa Prima por Colocación de la Producción (PEP).  El Brasil notificó también, como medidas exentas del compromiso de reducción, el crédito (rural) a la producción para los productores de bajos ingresos y escasos recursos y los fondos para créditos a la inversión de 97,6 millones de dólares EE.UU. y 280,5 millones de dólares EE.UU., respectivamente.

19. En la reunión celebrada por el Comité de Agricultura de la OMC en septiembre de 2008, el Brasil describió programas de ayuda por valor de unos 40.000 millones de dólares EE.UU. para el ejercicio de 2008-2009.  Los programas prevén nuevos mecanismos de ayuda para promover la construcción de silos;  favorecer las prácticas inocuas para el medio ambiente;  e incrementar el nivel de los precios mínimos, debido en parte al aumento de los costos de producción, entre otras medidas.  El Brasil señaló que la mayoría de esas medidas (tales como el programa PRONAF, véase infra) seguirán estando clasificadas con arreglo a las disposiciones sobre trato especial y diferenciado del párrafo 2 del artículo 6 del Acuerdo sobre la Agricultura y, por consiguiente, excluidas del cálculo de la MGA.

a)
Programas de crédito rural
20. La ayuda interna a la agricultura mediante la concesión de créditos rurales a tipos de interés fijos inferiores a los del mercado sigue teniendo importancia y es uno de los principales instrumentos de política para promover el sector agrícola del Brasil.  Las autoridades han indicado que esa importancia guarda relación con la dificultad de los agricultores para obtener créditos directamente en el mercado, al margen de los mecanismos establecidos por el Gobierno.  Durante el período objeto de examen, la política ha consistido en evitar la concesión de créditos directos y, en su lugar, intervenir en el mercado para asegurar que el sistema financiero otorgue créditos al sector agrícola a tipos frecuentemente preferenciales.  La política crediticia se aplica a través del Sistema Nacional de Crédito Rural (SNCR);  el crédito se hace llegar a los agricultores desde fuentes tanto públicas como privadas.  El Gobierno fija los tipos de interés.  Los programas de crédito rural están concebidos básicamente para beneficiar a los productores sin acceso al crédito comercial, pero, como señala la OCDE, afectan a la asignación global de créditos, tanto en el sector agrícola como en otros sectores.

21. El crédito agrícola tiene su fundamento jurídico en la Ley Nº 4.829, de 5 de noviembre de 1965;  y la Ley Nº 8.171, de 17 de enero de 1991, modificada, más recientemente mediante la Ley Nº 11.718, de 20 de junio de 2008.  A través del Manual del Crédito Rural, el Banco Central publica los reglamentos de crédito agropecuario, modificados cada año por el Consejo Monetario Nacional (CMN).  El crédito rural puede tener diferentes orígenes:  el 25 por ciento de los depósitos bancarios a la vista (recursos obligatorios)
, el ahorro rural, los fondos constitucionales, el Fondo de Protección de los Trabajadores (FAT) y los programas federales agrícolas gestionados por el BNDES.
  En 2007, participaron en el plan de crédito rural para la concesión de créditos a los agricultores 403 instituciones financieras, bancos y cooperativas.  Los créditos financiados a través del ahorro rural, el FAT y el BUNDES, en particular los otorgados a los pequeños agricultores, se rigen por el principio de equiparación, que consiste en cubrir con fondos públicos la diferencia entre los tipos de interés del mercado y los aplicados al crédito.  El principio de equiparación no se aplica cuando se utilizan recursos obligatorios.  En virtud de la Resolución Nº 3.208 del CMN, de 28 de junio de 2004, el 20 por ciento, como mínimo, de todo el crédito rural financiado mediante depósitos a la vista debe destinarse a préstamos de una cuantía igual o inferior a 60.000 reales.

22. Puede otorgarse crédito rural financiado mediante "recursos obligatorios" para la producción, la inversión o la comercialización a los agricultores y las cooperativas, o a personas que realicen actividades de investigación sobre producción o inseminación, pesca o actividades que presten determinados servicios a los agricultores.  Los beneficiarios deben residir en el Brasil.  Los créditos se otorgan a un tipo de interés anual del 6,75 por ciento, por períodos de hasta dos años para gastos, hasta 12 años para inversión y hasta 240 días para comercialización.  Ese tipo es considerablemente más bajo que el aplicado a los créditos para fines generales.  Por ejemplo, el tipo SELIC, tipo de referencia comparable aplicado a los créditos para fines generales, fue del 13,75 por ciento en septiembre de 2008.  Los calendarios de reembolso están generalmente vinculados al período de cosecha del cultivo, con un máximo de 90 días posteriores al momento en que tiene lugar la cosecha.  Los límites de crédito varían según el cultivo o el tipo de operación o la región;  los productores pueden obtener crédito para más de un producto.  Los fondos procedentes de los planes de ahorro rural aplicados por el Banco do Brasil, el Banco da Amazônia, el Banco do Nordeste y los bancos cooperativos están sujetos a disposiciones especiales;  esas instituciones deben destinar al crédito rural el 65 por ciento, como mínimo, del ahorro rural (desde el 1º de septiembre de 2007).

23. El Plan Agrícola y Ganadero de 2007-2008 introdujo algunas modificaciones en el sistema de crédito rural:  el principal cambio fue la reducción de los costos, que se habían mantenido invariables desde la campaña agrícola de 1998-1999.  El tipo de interés aplicable a los créditos rurales se redujo del 8,75 al 6,75 por ciento anual para todas las líneas de crédito rural, incluidos los programas de inversiones del MAPA y los planes de financiación del BNDES, a excepción del programa MODERFROTA, en el que la reducción fue del 8,7 al 7,5 por ciento para los beneficiarios con ingresos anuales brutos no superiores a 250.000 reales y del 10,75 al 9,5 por ciento para los beneficiarios con ingresos brutos superiores a esa cantidad.  El tipo de interés aplicado en el marco del programa PROGER rural (véase infra) se redujo del 8 al 6,25 por ciento.  Algunos límites de financiación se incrementaron;  los préstamos están sujetos a límites máximos que varían para cada producto y que en la campaña agrícola de 2006-2007 se situaron entre 80.000 y 400.000 reales (44.400 a 222.200 dólares EE.UU.).

24. En su informe de 2007 sobre las políticas agrícolas del Brasil, la OCDE señala que la concesión de subvenciones mediante créditos se gestiona con lentitud, y que el enfoque del problema planteado por los altos tipos de interés reales entorpece el desarrollo de un mercado crediticio eficaz.
  La OCDE estima que las subvenciones indirectas otorgadas en forma de tipos de interés fijos para el plan de crédito rural excedieron de 1.600 millones de dólares EE.UU. en 2005, último año para el que se dispone de cálculos.  Es posible que esos beneficios de los tomadores de créditos rurales hayan aumentado posteriormente, ya que los tipos aplicados a esos créditos se redujeron durante el período objeto de examen del 8,75 por ciento al 6,75 por ciento.  Aunque inicialmente esa reducción se correspondió con un descenso de los tipos de interés del mercado, éstos han aumentado a lo largo de 2008, lo que ha dado por resultado un incremento de la subvención implícita.  Las autoridades han señalado que existen razones sociales y económicas para mantener esa política.

25. Durante el período objeto de examen, la proporción del crédito rural concedido por el sistema bancario ha seguido aumentando.  En 2007, el 55,5 por ciento del crédito rural se financió con recursos obligatorios de los bancos privados (24,6 por ciento) y públicos (25,1 por ciento) y otras instituciones financieras;  el 17,9 por ciento se financió con fondos procedentes del ahorro rural;  el 7,6 por ciento, con fondos constitucionales;  el 4,6 por ciento, a través del BNDES;  el 4 por ciento, a través del FAT;  el 3,8 por ciento, con recursos "libres" (no obligatorios) del sector financiero;  el 3,2 por ciento, a través del FUNCAFE;  menos del 1 por ciento, con fondos aportados directamente por el tesoro público;  y el resto, con fondos procedentes de otras fuentes.
  En 2007, los desembolsos totales (privados y públicos) para el plan de crédito rural fueron de 51.200 millones de reales.

26. El crédito rural desembolsado se incrementó en términos reales en cada uno de los años del período objeto de examen, excepto en 2005;  en valores nominales, los desembolsos realizados en 2007 excedieron en dos terceras partes, aproximadamente, de los efectuados en 2003 (cuadro IV.2).  De los desembolsos totales de 2007, el 59,8 por ciento se destinó a la producción y el 21,3 por ciento a las inversiones, y en ambos casos se aplicaron sobre todo tipos de interés fijos;  y alrededor del 18,9 por ciento se destinó a la comercialización, en general a tipos variables.  En 2007, las regiones meridional y sudoriental recibieron aproximadamente el 72 por ciento del crédito concedido.  La mayor parte de la financiación se asignó a pequeños proyectos:  en 2007, el 31,6 por ciento de los créditos no superaron los 60.000 reales (33.300 dólares EE.UU.), y el 70 por ciento consistió en cantidades inferiores a 300.000 reales (167.000 dólares EE.UU.).
  El Plan Agrícola y Ganadero de 2007-2008 prevé unos recursos para crédito rural de 70.000 millones de reales, de los que 58.000 millones se destinarán a la agricultura comercial y 12.000 millones a la agricultura familiar.
27. El Programa de Préstamos del Gobierno federal (EGF), principal programa de créditos para la comercialización y el almacenamiento otorgados directamente por el Gobierno federal, utiliza la cosecha o el ganado del agricultor como garantía.  El MAPA fija para cada campaña agrícola y producto el límite máximo del crédito que se concede en el marco del EGF.  El tipo de interés anual de los créditos agrícolas del EGF es del 6,75 por ciento.  En 2003, el programa se complementó con la Línea Especial de Comercialización (LEC), aplicable a los productos abarcados por la Política de Precios Mínimos Garantizados (PGPM, véase infra) y financiada con recursos obligatorios.

Cuadro IV.2

Crédito rural, 2001-2007

(Millones de reales y porcentaje)

	Año
	Valor en términos corrientes
	Valor a precios constantes de 2006
	Crecimiento en términos reales (%)

	2001
	17.942,1
	29.487,1
	18,0

	2002
	22.443,3
	32.495,1
	10,2

	2003
	31.102,7
	36.675,9
	12,9

	2004
	40.446,5
	43.596,6
	18,9

	2005
	41.959,8
	42.683,8
	-2,1

	2006
	43.765,6
	43.765,6
	2,5

	2007
	51.164,7
	45.997,7
	16,9


Fuente:
Central Bank of Brazil (2008), Anuário Estatístico do Crédito Rural 2007.  Consultado en:  http://www.bcb.gov.br/?RELRURAL.

28. El Programa de Generación de Empleo e Ingresos Rurales (PROGER), creado en 1995, tiene la finalidad de incrementar la producción y el empleo agrícolas y mejorar la productividad mediante la concesión de créditos a los pequeños productores a un tipo de interés preferencial del 6,25 por ciento.  Los beneficiarios deben obtener el 80 por ciento, como mínimo, de sus ingresos mediante actividades agrícolas;  y sus ingresos anuales no deben exceder de 80.000 reales.  En la campaña agrícola de 2006‑2007, los desembolsos alcanzaron un valor total de 50,3 millones de reales.

29. La OCDE ha señalado que la devolución de la deuda ha pasado a ser tema de negociación con los productores.  A mediados del decenio de 1990, como quiera que la porción de créditos no devueltos a su debido tiempo era cada vez mayor, el Gobierno del Brasil decidió adoptar un programa de reescalonamiento del servicio de la deuda agrícola.  El plazo de devolución de la deuda vencida se amplió en 20 ó 24 años, dependiendo del tipo de prestatario, y el tipo de interés se fijó a niveles inferiores a los del mercado.  A comienzos del decenio de 2000, se adoptaron nuevas medidas de reescalonamiento para prolongar los plazos de devolución de los préstamos de los pequeños agricultores y beneficiarios de la reforma agraria a tipos de interés reducidos, así como para la amortización parcial y el descuento por puntualidad en los pagos.  La OCDE estima que, al final de 2005, el valor total de la deuda reestructurada pendiente era de 17.300 millones de reales (9.600 millones de dólares EE.UU. al tipo medio de cambio de septiembre de 2008), y el de los reembolsos vencidos, de 4.500 millones de reales (2.500 millones de dólares EE.UU.).

Líneas de crédito del BNDES
30. El BNDES mantiene dos líneas de crédito generales para las inversiones en el sector agrícola, financiadas con fondos distribuidos a través de otras instituciones financieras:  el Crédito Agropecuario FINAME y el BNDES Automático (cuadro IV.3).  El programa FINAME concedió créditos por valor de 2.070 millones de reales en 2007, y por un valor acumulado de 10.310 millones de reales durante el período de 2004-2007.  El programa para la agricultura BNDES Automático concedió créditos por valor de 1.600 millones de reales en 2007, y por un valor acumulado de 6.800 millones de reales durante el período 2004-2007.

Cuadro IV.3

Programas de crédito agrícola administrados por el BNDES a comienzos de 2004

	Programa/descripción
	Condiciones financieras

	Líneas de crédito generales

	Crédito Agropecuario del BNDES/FINAME

	Concede crédito para la adquisición y el mantenimiento de maquinaria y equipo, sistemas de riego y equipo de refrigeración de fabricación nacional.  Financia hasta el 100% de las inversiones.  Se aplican condiciones diferentes a las empresas extranjeras (véase la columna de la derecha).  Las microempresas y las pequeñas y medianas empresas están exentas de la tasa de intermediación.
	Tipo de interés:  TJLP, más una tasa BNDES del 0,9%, más una tasa de intermediación financiera del 0,5% y una comisión aplicada por la institución financiera que distribuye los fondos.  Crédito a un plazo máximo de 90 meses.  Los créditos destinados a operaciones con empresas brasileñas controladas por capital extranjero y las adquisiciones de mercancías con un contenido nacional inferior al 60% están sujetos al régimen de unidad monetaria del BNDES (UMBNDES) y las cargas de la cesta de monedas.a

	BNDES Automático

	Concede créditos de 10 millones de reales, como máximo, a particulares o empresas para financiar las inversiones y la compra de maquinaria y equipo nacionales o bienes de capital importados cuando no se producen en el país otros similares.
	La financiación puede abarcar el 95% del valor, como máximo, al TJLP (o UMBNDES) más una tasa del BNDES y la comisión aplicada por la institución financiera que distribuye los fondos.  El agente financiero establece el plazo del crédito.  

	Programas específicos del BNDES para la agricultura

	Programa de Incentivos para la modernización de la flota de tractores (MODERFROTA)

	Créditos hasta un máximo del 100% del valor de compra de los tractores;  y del 90% para los agricultores con ingresos agrícolas brutos superiores a 250.000 reales al año.  Los cultivadores de café pueden beneficiarse si sus ingresos anuales son inferiores a 60.000 reales.
	Tipo de interés del 7,5% para los agricultores con ingresos agrícolas brutos inferiores a 250.000 reales al año;  y del 9,5% si los ingresos superan ese límite.  Plazo de devolución de seis años, como máximo.

	Programa de Incentivo a la Irrigación y al Almacenaje (MODERINFRA)

	Financia proyectos de riego y almacenamiento por un valor máximo de 1 millón de reales por agricultor o 3 millones por cooperativa.
	Tipo de interés:  6,75%.  Plazo de devolución:  ocho años.

	Programa de Desarrollo Cooperativo para Agregación de Valor a la Producción Agropecuaria (PRODECOOP)

	Su finalidad es promover mejoras en la eficiencia de las cooperativas mediante la financiación de estudios, proyectos, obras, instalaciones, maquinaria y equipo, y capital de explotación hasta un máximo de 35 millones de reales por cooperativa.
	Se financia hasta el 90% del valor del proyecto, dependiendo del volumen de negocio.  Tipo de interés:  6,75%, incluida la comisión del 3% de la institución financiera.  Plazo de devolución:  12 años, incluidos tres de gracia.

	Programa de Modernización de la Agricultura y Conservación de Recursos Naturales (MODERAGRO)

	Proporciona crédito para la conservación y recuperación de suelos y pastos hasta un máximo de 250.000 reales por productor, o 750.000 reales por cooperativa.  Puede financiarse hasta el 100% del valor del proyecto.
	Tipo de interés anual:  6,75%, incluida la comisión del 3% de la institución financiera.  Plazo de devolución:  96 meses, incluido el período de gracia de 36 meses.

	Programa de Capitalización de las Cooperativas de Crédito (PROCAPCRED)

	Adquisición de acciones de cooperativas de crédito único que lleven funcionando más de un año.  Hasta 10.000 reales por cliente.  Puede financiarse hasta el 100% del valor del proyecto.  
	Tipo de interés anual:  TJLP, más la comisión del 3% de la institución financiera y la comisión del 1% del BNDES.  Plazo de devolución:  72 meses, como máximo, incluido el período de gracia de 12 meses.  

	Programa de Incentivos a la Inversión en el Sector Agroindustrial (INVESTIAGRO)

	Financia las inversiones en el sector agroindustrial de los productores rurales que negocian la obtención de un crédito de otras instituciones financieras.  Anticipo del crédito solicitado hasta el 100% de su valor.  
	Tipo de interés anual:  TJLP, más la comisión del 3% de la institución financiera y la comisión del 3% del BNDES.  Plazo de devolución :  seis meses, como máximo.

	Programa de Integración Agrícola-Ganadera (PROLAPEC)

	Créditos para intensificar el aprovechamiento de la tierra e integrar agricultura y ganadería.  Puede financiarse hasta el 100% del valor del proyecto.  El límite son 300.000 reales por agricultor.
	Tipo de interés anual:  6,75%, incluida la comisión del 3% de la institución financiera.  Plazo de devolución:  60 meses, incluido el período de gracia de 24 meses.  

	Programa de Incentivos al Almacenamiento para Productores Nacionales de Cereales

	Financia la adquisición de maquinaria y equipo de almacenamiento por productores nacionales de cereales con ingresos anuales no superiores a 500 millones de reales.  Puede financiarse hasta el 100% del proyecto.
	Tipo de interés anual:  TJLP, más la comisión del 3% de la institución financiera y la comisión del 1% del BNDES.  Plazo de devolución:  96 meses, como máximo, incluido el período de gracia de 36 meses.

	Programa de Plantío Comercial de Florestas (PROPFLORA)

	Su finalidad es promover la plantación de árboles mediante la concesión de créditos hasta el 100% del valor de un proyecto, con un límite de 200.000 reales por beneficiario.  
	Tipo de interés anual:  6,75%, incluida la comisión del 3% de la institución financiera.  Plazo de devolución:  12 meses.


a
El UMBNDES se basa en el coste medio de la cesta de monedas del BNDES, un paquete de obligaciones del servicio de la deuda del BNDES en monedas extranjeras.  El coste de la cesta de monedas se basa en los tipos y cargas, incluidos los impuestos, aplicables a las obligaciones del servicio de la deuda del BNDES en monedas extranjeras, reajustados cada trimestre.

Nota:
Desde la campaña agrícola de 2007-2008, MODERAGRO comprende también los programas PRODEAGRO y PRODEFRUTA.

Fuente:
BNDES.

31. Las condiciones del programa FINAME del BNDES pueden variar en función de que la empresa esté o no controlada por capital extranjero o con arreglo a las prescripciones sobre contenido nacional.  En el caso de los créditos concedidos a las empresas bajo control de capital nacional, el tipo de interés es el tipo de interés a largo plazo (TJLP), al que se suma una tasa del BNDES del 0,9 por ciento, una tasa de intermediación financiera del 0,5 por ciento y la comisión aplicada por la institución financiera que proporciona los fondos.  En el caso de empresas brasileñas controladas por capital extranjero y de adquisición de mercancías con un contenido nacional inferior al 60 por ciento se aplica el régimen de unidad monetaria del BNDES (UMBNDES, basado en el costo medio de la cesta de monedas del BNDES) más las cargas de la cesta de monedas al tipo medio de interés variable del BNDES (capítulo III 4) iv)).
  En la práctica hay excepciones a esa diferencia de trato:  en el caso de actividades consideradas de interés nacional en virtud del Decreto Nº 2.233, de 23 de mayo de 1997, se aplican las mismas condiciones a las empresas de capital nacional o extranjero.  En el caso de actividades relacionadas con la agricultura, la excepción se limita a la agroindustria y la silvicultura.

32. El BNDES gestiona también nueve programas específicos para la agricultura, que tienen su presupuesto y finalidad propios.  El alcance y las condiciones de esos programas varía:  algunos se ofrecen a un tipo de interés fijo al que se añade un margen para costos de financiación, otros al TJLP más una comisión.  En ambos casos, el costo de financiación es más bajo que los tipos del mercado a corto plazo correspondientes.  El BNDES mantiene también líneas de crédito a la exportación a través del programa BNDES-EXIM, pero sólo para el sector agroindustrial (capítulo III 3) v) b)).  Los desembolsos realizados en el marco de los principales programas de crédito agrícola específico del BNDES alcanzaron un valor total de 2.900 millones de reales en la campaña agrícola de 2006-2007, y de 11.200 millones de reales durante las campañas agrícolas de 2003-2004 a 2006-2007.

Programa Nacional de Fortalecimiento de la Agricultura Familiar (PRONAF)
33. El Programa Nacional de Fortalecimiento de la Agricultura Familiar (PRONAF), gestionado por el MDA, proporciona a los agricultores en pequeña escala y las pequeñas cooperativas y asociaciones de productores préstamos a tipos preferenciales fijos de interés para financiar los gastos relacionados con la producción y las inversiones en infraestructuras y maquinaria.  Los principales productos beneficiarios son el maíz, la soja, la leche, el café, la mandioca y el arroz.

34. La estructura y el reglamento del PRONAF se modificaron en virtud de la Resolución Nº 3.559 del BACEN, de 28 de marzo de 2008, modificada mediante la Resolución Nº 3.589, de 30 de junio de 2008.
  El nuevo reglamento, en vigor desde el 1º de julio de 2008, tiene el objetivo de simplificar el proceso de obtención de créditos, eliminar varias categorías de financiación y sustituirlas por una única categoría titulada Agricultura Familiar.
  El nuevo reglamento prevé también reducciones de los tipos de interés, pasando de una banda de 3-5,5 por ciento a otra de 1,5‑5,5 por ciento para las actividades de producción, y de 2-5,5 por ciento a 1-5 por ciento para las inversiones.
  Los grupos de crédito A (crédito para la reforma agraria) y B (microcrédito rural) se han mantenido sin cambios, al igual que las líneas especiales tales como PRONAF Bosques y PRONAF Juventud, con los mismos tipos de interés y límites de financiación que las líneas normales.  Los tipos de interés de las demás líneas especiales del PRONAF, tales como PRONAF Agroecología, PRONAF Mujeres, PRONAF Bosques y PRONAF Agroindustria, se redujeron de la banda de 2‑5,5 por ciento anual a la de 1-2 por ciento.  El límite del crédito por agricultor es de 30.000 reales (16.600 dólares EE.UU.) para los créditos a la producción y de 36.000 reales (20.000 dólares EE.UU.) para los créditos a la inversión.  Durante el período 2003‑2007 se firmaron 7,99 millones de contratos por un valor total de 33.700 millones de reales.  En la campaña agrícola de 2006-2007, el PRONAF registró transacciones por valor de 8.400 millones de reales.

35. En diciembre de 2006 se incorporó al PRONAF el Programa de Garantía de Precios para la Agricultura Familiar (PGPAF).  El PGPAF está basado en un índice del crédito tomado por los pequeños agricultores mediante el cual se fija el precio al concederse el crédito y se convierte el valor en su equivalente en volumen del producto financiado.
  Al devolver el crédito, si el precio del producto financiado ha disminuido, el agricultor se beneficiará de un descuento en la cantidad monetaria adeudada, y devolverá el equivalente a la producción material prevista.  Por consiguiente, el PGPAF asegura la cobertura de los costos de producción.  Los beneficiarios son todos los agricultores a los que se garantice el acceso al crédito a la producción del PRONAF.  El límite de la bonificación del PGPAF es de 3.500 reales por agricultor y cosecha.  A partir de la cosecha de 2006‑2007, los productos beneficiarios de precios garantizados han sido el arroz, los porotos, la mandioca, el maíz, la soja y la leche.  En el sitio Web del MDA se publica la información relativa a los productos cubiertos por el PGPAF cada temporada.

b)
Disposiciones sobre precios interiores
36. El Brasil concede ayuda para determinados productos agropecuarios a través de diversos programas de sostenimiento de los precios (cuadro IV.4).  Esos programas afectan a la producción de productos básicos tales como café, maíz, algodón, leche, arroz, caucho, sorgo y soja.  Según ha indicado la OCDE, el descenso de los precios internacionales ha determinado un aumento del nivel de sostenimiento de los precios del mercado y, en la campaña de 2005-2006, el volumen de los cultivos beneficiarios de medidas de sostenimiento de los precios se duplicó, y se garantizaron los precios de la soja por primera vez.  Asimismo, la OCDE ha indicado que, en el pasado, al limitar la cobertura regional de los programas de garantía de los precios, el Gobierno trataba de limitar la cobertura de la ayuda a los pequeños agricultores, pero que los pagos más recientes "se han apartado de ese objetivo implícito y han sentado un precedente preocupante, al preverse de forma generalizada un cambio desfavorable de las condiciones del mercado".

Cuadro IV.4

Programas de sostenimiento de los precios, 2008

	Programa de sostenimiento de los precios/Descripción
	Uso/Coste

	Política de Precios Mínimos Garantizados (PGPM)

	Reglamentado  en virtud del Decreto Nº 57.391, de 12 de diciembre de 1965 y el Decreto-Ley Nº 79 de 19 de diciembre de 1966, el PGPM fija cada año los precios mínimos garantizados, teniendo en cuenta los costos de producción en las diferentes regiones;  esos precios se ponen en vigor por Decreto.  El Decreto Nº 6.266, de 22 de noviembre de 2007, fija los precios mínimos de varios productos para la cosecha estival de 2007-2008.  El PGPM se aplica mediante dos programas:  el Programa de Adquisiciones del Gobierno federal (AGF) y el Programa de Préstamos del Gobierno federal (EGF) (véase la sección relativa al crédito rural).  En el marco del AGF, los agricultores y las cooperativas pueden vender sus productos a la CONAB a un precio mínimo garantizado, y el Gobierno federal adquiere el exceso de producción.  El AGF se aplica a determinados productos y regiones cuando el Gobierno lo considera necesario para sostener los precios, y cubre hasta el 100% de la producción del agricultor.
	En 2007, el programa PGPM costó al tesoro público 2.100 millones netos de reales.  Entre los productos abarcados por el programa de precios mínimos en la cosecha de 2007-2008 figuran la harina de mandioca, el algodón, los porotos, el café, el ajo, el yute, la leche, el arroz, el caucho, el capullo de seda, el sisal, la soja y el sorgo.

	Prima por colocación de la producción (PEP) y Desembolsos por valor de los productos (VEP)

	Garantiza un precio de referencia para los productores y las cooperativas.  Se establecen precios de referencia para los distintos productos.  En el marco del PEP, cuando el precio de mercado es inferior al precio de referencia, la CONAB paga a los agentes de comercialización una prima por los productos comprados al productor o a la cooperativa al precio de referencia.  La prima se determina en subastas públicas y, en general, refleja la diferencia entre el precio de referencia y el precio de mercado.  El PEP se utiliza también para redistribuir el suministro de productos agropecuarios entre las distintas regiones y evitar los déficit y la acumulación de existencias.  Aunque todos los productos incluidos en el AGF pueden participar en el PEP, este programa se utilizaba únicamente para unos pocos productos, en particular el algodón, el maíz, el trigo, los porotos, el arroz y el vino.  El VEP tiene la misma finalidad que el PEP, pero se utiliza únicamente para dar salida a las existencias gubernamentales.
	El valor de las primas pagadas en 2007 fue de 103,4 millones de reales (57 millones de $EE.UU.), de los que 16,6 millones de reales correspondieron al arroz, 70,9 millones al maíz, y 15,9 millones a los porotos.  En 2006, el valor de las primas fue de 334,2 millones de reales (185,7 millones de $EE.UU.).  En 2007, el VEP se utilizó únicamente para el maíz:  1,18 millones de toneladas de maíz se vendieron mediante subasta por un valor de 356,2 millones de reales (198 millones de $EE.UU.).

	Contratos Opcionales Públicos

	Mediante este programa, gestionado por la CONAB, se ofrecía un "precio de ejecución" (precio mínimo más costos de almacenamiento y financiación) para la siguiente temporada de cosecha, cuyos productos beneficiarios (arroz, maíz, trigo, algodón, sorgo y café) podían venderse al Gobierno.  La CONAB adjudicaba contratos opcionales a los productores y las cooperativas rurales mediante subastas a precio opcional (prima).  El productor podía obtener crédito con cargo a los fondos de crédito rural para financiar el costo de la prima.  La CONAB podía romper su compromiso de compra del producto antes de la expiración del contrato, en cuyo caso el productor recibía un pago igual a la diferencia entre el "precio de ejecución" y el precio de mercado;  otra posibilidad consistía en transferir el compromiso de compra a otra parte.  
	Este instrumento dejó de utilizarse en la campaña de 2005-2006, pero se utilizó nuevamente en la de 2007-2008 para el arroz, negociándose 31.767 contratos por un valor de 437 millones de reales;  en virtud de esos contratos, la CONAB compró 489.065 toneladas por un costo total de 248 millones de reales.

	Prima de Riesgo Opcional Privada (PROP)

	El programa Prima de Riesgo Opcional Privada (PROP) consiste en la concesión de una subvención en subasta pública al consumidor o el usuario de un producto agrícola que desee adquirir ese producto en una fecha futura directamente al productor y a precio fijo.  En ese caso, los productores pagan una prima al agente privado interesado en comprar el producto, y el Gobierno garantiza la operación dentro de ciertos límites.
	En 2006 se adjudicaron 81.091 contratos (cada uno de ellos de 27 toneladas) por un valor de 329 millones de reales, y las subvenciones pagadas alcanzaron un valor total de 173,4 millones de reales.  En 2007 se comercializaron a través del programa PROP 1,6 millones de toneladas de soja por un valor de 138,5 millones de reales, y las subvenciones alcanzaron un valor total de 947.740 reales.

	Prima Privada Opcional para la Venta de Productos Agropecuarios (PEPRO)

	Este programa ofrece a los productores y sus cooperativas la posibilidad de vender sus productos con arreglo a una prima igual a la diferencia entre los precios de referencia y de mercado, fijados mediante subasta.
	En 2007, el Gobierno compró 728.900 toneladas de algodón, 300 toneladas de café, 37 toneladas de porotos, 3,75 millones de toneladas de maíz y 537,1 toneladas de soja, por un valor total de 1.200 millones de reales.


Fuente:
SPA, MDA y CONAB.
37. El plan de ayuda más importante es la Política de Precios Mínimos Garantizados (PGPM), reglamentada mediante el Decreto Nº 57.391, de 12 de diciembre de 1965, y el Decreto Ley Nº 79, de 19 de diciembre de 1966, y en virtud de la cual se fijan los precios mínimos garantizados anualmente, teniendo en cuenta los costos de producción de las diferentes regiones;  esos precios se promulgan por Decreto.
  En 2007, el programa PGPM costó a la hacienda pública 2.100 millones netos de reales.
  Ese año, las compras realizadas en el marco del programa Prima Privada Opcional para la Venta de Productos Agropecuarios (PEPRO) alcanzaron un valor de 1.200 millones de reales.  Otros programas son los denominados Prima por colocación de la producción (PEP) y Desembolsos por Valor de los Productos (VEP), que, en 2007, costaron 103,4 millones de reales y 356,2 millones de reales, respectivamente.

c)
Otras medidas de ayuda interna
38. La Cédula de Producto Rural (CPR), creada en virtud de la Ley Nº 8.929, de 22 de agosto de 1994, es un instrumento financiero mediante el cual el emisor (un agricultor o una cooperativa) vende su cosecha antes de la recolección y recibe una cantidad en efectivo, al tiempo que asume la obligación de entregar cierta cantidad de productos en una fecha futura y en un lugar determinado.  La CPR con liquidación financiera, creada en virtud de la Ley Nº 10.200, de 14 de febrero de 2001, permite la liquidación a un precio de referencia o un precio acordado por las partes.  Las CPR es una forma alternativa o complementaria de recurrir al crédito rural y sirve como instrumento financiero para la producción futura.  El Banco do Brasil y otros bancos, así como algunas empresas de seguros, ofrecen garantías para las CPR con sujeción al pago de una comisión.  Utilizando las CPR como garantía, pueden ofrecerse créditos a los agricultores a un tipo anual del 6,75 por ciento, el mismo que se aplica a los créditos con recursos obligatorios en el marco del programa de crédito rural.

39. Los productores y cooperativas agropecuarios que vendan su producción en el mercado de futuros y requieran por anticipado el producto de las ventas, pueden obtener financiación por el descuento de una nota promisoria rural (NPR) o una "duplicata" rural (DR).  La NPR es expedida por el comprador y la DR por el vendedor, y deben presentarse al Banco do Brasil u otras instituciones financieras a fin de obtener el descuento, a un tipo de interés anual de 6,75 por ciento si se financia con recursos obligatorios, o al tipo SELIC si se financia con recursos libres.  Hasta el 5 por ciento de los recursos obligatorios utilizados para financiar crédito rural puede destinarse a descontar estas notas.
40. El programa de ventas abiertas (Vendas em Balcão), administrado por la CONAB, tiene la finalidad de asegurar el suministro de insumos agrícolas a los pequeños agricultores;  el límite es de 100 toneladas de arroz y 10 toneladas de maíz por agricultor.  En general, los suministros proceden del programa PGPM o las existencias de contratos opcionales.  En 2007 se realizaron ventas de arroz (540 toneladas), nueces de cajuil (286 toneladas) y maíz (219.488 toneladas), por un valor total de 80,55 millones de reales.
41. El Programa de Ayuda para el Desarrollo del Sector Agrícola, reglamentado por la Ley Ministerial Nº 367/2005 del MAPA, modificada por la Ley Ministerial Nº 623, de 7 de julio de 2008, tiene por finalidad el desarrollo de las infraestructuras del sector, para aumentar la competitividad.  El programa presta ayuda para diversos tipos de proyectos, que abarcan desde el desarrollo de actividades relacionadas con la energía hasta la adquisición de tractores y demás maquinaria y equipo;  esos proyectos deben tener la aprobación del MAPA y se financian con cargo al Presupuesto Federal.  El programa presta también ayuda para iniciativas de desarrollo de la industria de la fruta.

42. El Fondo de Defensa de la Economía Cafetera (FUNCAFE) creado en virtud del Decreto Ley Nº 2.295, de 21 de noviembre de 1986, y gestionado por el Banco do Brasil, financia los proyectos de investigación e infraestructura de la industria del café.  Los fondos pueden utilizarse también para sostener los precios y promover la mejora de la productividad.  En la Resolución Nº 3.451 del CMN, de 29 de marzo de 2007, se establecen las condiciones para la financiación de la recolección y el almacenamiento del café con recursos del FUNCAFE.  El límite del crédito es de 750.000 reales por productor para el almacenamiento y de 1.440 reales por hectárea para la recolección.  Los créditos se conceden a un tipo de interés del 9,5 por ciento, más una comisión bancaria del 4,5 por ciento, como máximo.  En 2007 se concedieron créditos por valor de 1.640 millones de reales, de los que 1.240 millones se destinaron a la producción, 399 millones a la comercialización y 36 millones a las inversiones.

43. Aunque insta a los agricultores a obtener seguros del sector privado, el Gobierno sigue otorgando garantías a través del programa PROAGRO (Programa de Garantía de las Actividades Agropecuarias), creado en virtud de la Ley Nº 5.963/73.  El PROAGRO es un programa de garantía del crédito a corto plazo reglamentado por el Consejo Monetario Nacional (CMN) y administrado por el Banco Central.  La prima pagada por el agricultor se determina en función del riesgo existente para las cosechas, y varía entre el 1,2 por ciento y el 6,7 por ciento del crédito total.  La cobertura máxima es del 80 por ciento del crédito otorgado.  El programa se financia con los ingresos procedentes de los seguros y los recursos asignados en el Presupuesto Federal, y se dirige principalmente a las explotaciones agropecuarias medias y grandes.  Las indemnizaciones del PROAGRO alcanzaron un valor de 40 millones de reales (16,4 millones de dólares EE.UU.) en la campaña de 2005-2006, y de 44 millones de reales en la de 2006-2007.

44. En 2004, el Gobierno creó el Programa de Seguros de la Agricultura Familiar (SEAF), con arreglo a las leyes y los reglamentos del PROAGRO, para otorgar garantías a los pequeños agricultores.  El programa, más conocido como PROAGRO MAIS, se estableció en virtud de la Resolución 3.234/2004 del CMN, y se aplica exclusivamente a los agricultores inscritos en el programa PRONAF.  En el marco de ese programa, los agricultores reciben garantías respecto del 100 por ciento del crédito tomado, más el 65 por ciento de los ingresos netos futuros estimados, pero sólo hasta una cuantía máxima de 2.500 reales por agricultor.  En 2006-2007 se beneficiaron del programa 613.722 explotaciones agrícolas, lo que representó un valor asegurado total de 2.800 millones de reales, y las indemnizaciones sumaron 66,8 millones de reales (37 millones de dólares EE.UU.).

45. El programa de garantía del cultivo del azúcar Garantia Safra, tercer programa federal, presta asistencia a los pequeños agricultores de zonas semiáridas inscritos en el PRONAF.  En la campaña de 2006-2007 se distribuyeron 174,8 millones de reales (97,2 millones de dólares EE.UU.) en el marco de ese programa.

46. En diciembre de 2004, el Gobierno anunció un nuevo programa sobre biocombustibles, reglamentado mediante la Ley Nº 11.097, de 13 de enero de 2005;  la Ley Nº 11.116, de 18 de mayo de 2005;  la Ley Nº 10.848, de 15 de marzo de 2004;  el Decreto Nº 5.448, de 20 de mayo de 2005;  el Decreto Nº 6.006, de 28 de diciembre de 2006;  y el Decreto Nº 6.606, de 21 de octubre de 2008.
  El programa estableció un coeficiente mínimo de mezcla (para funcionamiento con etanol, véase 4) infra) y creó un certificado (el cupón de combustible social) que habilita a los fabricantes e importadores de biocombustibles para tomar créditos oficiales a tipos de interés reducidos y beneficiarse de tipos reducidos en la aplicación de impuestos federales tales como el PIS/PASEP y el COFIN.  Con arreglo al coeficiente de mezcla, la proporción de biocombustibles en el gasóleo debe ser del 2 por ciento a partir de 2008 y del 5 por ciento a partir de 2013.  El certificado se otorga a los fabricantes de biocombustibles que compren una proporción mínima  (fijada por regiones) de sus productos a explotaciones agrícolas familiares inscritas en el PRONAF y que cumplan otros requisitos, tales como la prestación de asistencia técnica.  Se concede crédito a la inversión a tipos de interés reducidos a los agricultores que inviertan en cultivos para biocombustibles, tales como la soja y el ricino, así como otras semillas oleaginosas y varios cultivos tropicales.  Las explotaciones agrícolas familiares obtienen ese crédito a través de PRONAF Biocombustible y PRONAF Agroindustria, mientras que las explotaciones agrícolas comerciales disponen de crédito a bajo interés en el BNDES.

47. Hasta 2007, los productores podían beneficiarse también del Programa de Biocombustibles del BNDES, a través del cual las microempresas y las pequeñas y medianas empresas podían obtener financiación al tipo TJLP más un margen del 1 al 2 por ciento;  para las grandes empresas, el margen era del 3 por ciento.

v) Silvicultura

48. El Brasil tiene un importante sector forestal que, debido a la fuerte demanda mundial, ha contribuido cada vez en mayor medida a las exportaciones de mercancías del Brasil.  Durante el período objeto de examen no se han introducido cambios significativos en el marco jurídico e institucional por el que se rigen las actividades forestales.

3) Minería

49. Durante el período objeto de examen, y a consecuencia de la fuerte demanda mundial, la producción de minerales del Brasil ha aumentado considerablemente, y las exportaciones han duplicado su valor nominal.  No se han introducido cambios significativos en el marco jurídico e institucional por el que se rige el sector minero.

ii) Características principales

50. El Brasil posee abundantes recursos minerales y grandes reservas de niobio, tantalita, grafito, bauxita y mineral de hierro.  En 2007, la producción de hierro, granito, bauxita, oro y pizarra representó aproximadamente el 75 por ciento del valor total de la producción minera;  ese año, el Brasil fue uno de los mayores exportadores mundiales de hierro, granito, bauxita, niobio y tantalita.

51. En 2007, la contribución de las actividades mineras (con exclusión de la extracción de metales, materiales de construcción e hidrocarburos) al PIB fue del 1,1 por ciento, frente a algo más del 0,5 por ciento en 2004.  Por consiguiente, durante el período objeto de examen, el sector creció a un ritmo anual medio (36,2 por ciento) significativamente mayor que el de la economía en general (véase el capítulo I).  Las inversiones totales en el sector casi se quintuplicaron, hasta alcanzar un valor de 5.200 millones de dólares EE.UU. en 2007.  Ese año, las actividades mineras dieron empleo a unos 164.000 trabajadores.
  La participación del Estado en el sector minero es limitada.  La Companhia Vale do Rio Doce (CVRD), el mayor productor de hierro del Brasil, es empresa privada desde 1997;  no obstante, el Gobierno federal mantiene una presencia estratégica en la empresa a través del BNDES y de Previ (fondo de pensiones del Banco del Brasil, de propiedad estatal).

52. El fuerte incremento de la demanda mundial de productos minerales, en particular de China, ha tenido un efecto positivo en la producción de minerales del Brasil, cuyo valor pasó de 7.800 millones de dólares EE.UU. en 2004 a 19.700 millones de dólares EE.UU. en 2007.  Ese fuerte aumento refleja tanto la expansión de la producción como el acusado incremento de los precios internacionales.  En 2007, las exportaciones mineras alcanzaron un valor de 18.900 millones de dólares EE.UU., mientras que las importaciones sumaron en total 5.800 millones de dólares EE.UU., lo que representó sendos incrementos del 119 por ciento y del 140 por ciento respecto de 2004.  En 2007, los principales destinos de las exportaciones de minerales brasileñas fueron China, las CE, el Japón y los Estados Unidos.  Entre 2004 y 2007, los envíos a China se incrementaron en el 221 por ciento, ya que ese último año China adquirió el 35 por ciento de las exportaciones de mineral de hierro del Brasil.

iii) Marco normativo

53. De conformidad con la Constitución del Brasil, todos los recursos minerales pertenecen al Gobierno federal.  La Constitución establece que las actividades de prospección, explotación, reelaboración y comercio de productos minerales nucleares son monopolio del Estado.  La Comisión Nacional de Energía Nuclear (CNEN) ejerce ese monopolio.  Sin embargo, la Constitución establece también que los particulares brasileños, así como las empresas que se hayan constituido en sociedad en el Brasil con arreglo a las leyes nacionales y tengan su sede y su administración en el país, pueden participar en la investigación y la prospección de todos los demás recursos minerales mediante concesiones.

54. El Ministerio de Minas y Energía (MME), a través de su Secretaría de Geología, Minería y Transformación Mineral, formula la política general del sector minero y expide concesiones y licencias para actividades mineras.  El Departamento Nacional de Producción Mineral (DNPM), organismo estatal autónomo vinculado al MME, se encarga de supervisar las actividades mineras y de aplicar y poner en vigor la política del sector.
  El DNPM se encarga también de expedir autorizaciones y permisos y dar asesoramiento en relación con las concesiones y licencias necesarias para la explotación de los recursos minerales.

55. Desde su último Examen, el Brasil no ha introducido cambios significativos en el marco jurídico por el que se rigen las actividades mineras.  La Ley Nº 227, de 28 de febrero de 1967 (Código de Minería) y la Ley Nº 7.841, de 8 de agosto de 1945 (Código de Aguas Minerales) establecen las directrices generales para la explotación de los recursos minerales y determinan los derechos de explotación.  Ninguno de esos Códigos hace distinciones en relación con el origen de la propiedad del capital utilizado, excepto en el caso de la actividad minera a pequeña escala (minería aluvial artesanal).

56. El Código de Minería establece diferentes tipos de autorizaciones, licencias y permisos para la prospección y extracción de recursos minerales.
  En virtud de la Ley Nº 7.805/89, las cooperativas de minería a pequeña escala tienen prioridad para la prospección y explotación de pequeñas reservas y depósitos en las zonas donde estén ya establecidas y en las que determine el Gobierno federal (Reservas Garimpeiras).  Las autoridades han indicado que, en la práctica, esa prioridad se limita a las pequeñas cooperativas (garimpeiros) que se benefician de procedimientos simplificados al solicitar autorizaciones, licencias y permisos.  Sólo los nacionales o las cooperativas de nacionales del Brasil pueden llevar a cabo ese tipo de actividades mineras, que se permiten para la extracción de oro, diamantes, tantalita y algunas otras piedras preciosas.  Con arreglo a la Ley Nº 7.805/89, los permisos se conceden por un período de cinco años, renovable.

57. Las actividades mineras están sujetas al régimen general de impuestos de sociedades (capítulo III 4) i)).  Además se aplica un gravamen de "compensación financiera" por la explotación de recursos minerales (CFEM) y una tasa anual de 1,90 reales por hectárea explorada durante la fase de prospección de los minerales durante tres años, como máximo.  La CFEM se paga al Gobierno federal en función del valor de los recursos minerales extraídos a tipos que llegan hasta el 3 por ciento, como máximo.  Los ingresos procedentes de la CFEM se distribuyen al estado (23 por ciento) y al municipio (65 por ciento) en los que se extrae el mineral, y el Gobierno federal retiene el 12 por ciento restante.  En 2007, el DNPM recaudó 547,3 millones de reales (unos 305 millones de dólares EE.UU.) procedentes de la CFEM.
  Si el titular de la licencia o concesión no es el propietario de la tierra en la que se han de realizar los trabajos, deberá pagarse al propietario de la tierra un canon equivalente al 50 por ciento de la CFEM.

58. Según las autoridades, el BNDES ha desempeñado un papel fundamental en el desarrollo de las actividades mineras como proveedor de crédito.
  Las empresas mineras pueden beneficiarse de los programas FINAM, SUDAN y SUDENE (capítulo III 4) iv)).

59. El Brasil ha incorporado a su normativa las Resoluciones 55/56 de las Naciones Unidas de 2000, y aplica el Sistema de Certificación del Proceso de Kimberley para la exportación e importación de diamantes en bruto.

4) Energía

60. Las empresas privadas establecidas en el Brasil pueden, mediante concesiones, desempeñar su actividad en el sector del petróleo y del gas.  En la práctica, la empresa PETROBRAS, controlada por el Estado, tiene una posición dominante en el sector, al poseer casi toda la capacidad de refinado del Brasil y ser uno de los principales agentes determinantes del precio de los combustibles derivados del petróleo en el mercado nacional.  Las concesiones de prospección y extracción y la construcción de nuevas plataformas petroleras de PETROBRAS están sujetas a prescripciones en materia de contenido nacional.  Tras los recientes descubrimientos de petróleo, se estudia la posibilidad de introducir cambios en el marco normativo del sector.  El Estado tiene también una presencia dominante en el sector eléctrico;  la crisis de 2001 determinó la introducción de amplios cambios normativos en 2004.  El Brasil es el principal exportador y el segundo productor mundial de etanol.
  Ésa y otras actividades relacionadas con la energía se benefician de programas de crédito oficial y otros programas de ayuda.

ii) Características principales

61. En 2007, el sector energético (incluida la distribución de electricidad, gas y agua) representa aproximadamente el 4 por ciento del PIB del Brasil y el 13,3 por ciento del comercio total de mercancías.
  Entre 2003 y 2007, la producción de energía primaria aumentó a un ritmo medio anual del 5,1 por ciento.  En 2007, esa producción alcanzó 1.800 millones de barriles de equivalente en petróleo (bep), de los que el 52 por ciento correspondieron al petróleo, al gas natural y al carbón;  el 16 por ciento, a la caña de azúcar (incluidos el etanol y la bioelectricidad);  el 15 por ciento, a la generación de energía hidroeléctrica;  y el 17 por ciento, a las demás fuentes, tales como el uranio y la biomasa.

62. En enero de 2007, el Gobierno federal presentó el Programa de Crecimiento Acelerado (PAC), destinado a incrementar las inversiones en infraestructuras mediante asociaciones de los sectores público y privado.  El PAC prevé inversiones en el sector energético por un total de 275.000 millones de reales (unos 152.000 millones de dólares EE.UU.) durante el período 2007‑2010.  De ese total, el 65 por ciento se destinará al subsector del petróleo y el gas (principalmente a través de PETROBRAS);  el 24 por ciento, a la generación de electricidad;  el 6 por ciento, a la producción de combustibles renovables;  y el 5 por ciento, al transporte de electricidad.
  Las autoridades han indicado que las inversiones realizadas entre enero y agosto de 2008 alcanzaron un valor de 22.000 millones de dólares EE.UU., aproximadamente.

63. El Ministro de Minas y Energía preside el Consejo Nacional de Política Energética (CNPE) y, en las deliberaciones de dicho Consejo, define la política general para el sector.  En el caso de la industria del etanol (y del azúcar), el Consejo Interministerial del Azúcar y el Alcohol (CIMA) formula también una política complementaria de las directrices generales del CNPE.

64. Los organismos de reglamentación del sector energético se organizan como entidades autónomas vinculadas al Ministerio de Minas y Energía (MME).  La Agencia Nacional de Petróleo, Gas Natural y Biocombustibles aplica la política pública y reglamenta todas las cuestiones relacionadas con los hidrocarburos y los biocombustibles.
  La regulación del suministro de gas natural a través de tuberías de distribución a baja presión se lleva a cabo a nivel estatal.  La Agencia Nacional de Energía Eléctrica (ANEEL) se encarga de reglamentar y supervisar el sector eléctrico.
  Según estudios recientes, debido a las limitaciones presupuestarias y al retraso en el nombramiento de los directores gerentes se ha reducido la capacidad tanto de ANP como de ANEEL para alcanzar sus objetivos.

65. De acuerdo con la Constitución, todos los minerales (incluidos el petróleo y el gas) y las fuentes de energía hidroeléctrica pertenecen al Estado del Brasil, con independencia de la propiedad de la tierra en la que se encuentren.

iii) Hidrocarburos

a)
Características del mercado
66. Al igual que en el anterior período de examen, el Brasil ha seguido reduciendo su dependencia del petróleo extranjero durante los años 2004 a 2007.  En 2007, el Brasil exportó, por primera vez en su historia, más petróleo crudo del que importó;  unos 161,9 millones y 158,4 millones de barriles de equivalente en petróleo (bep), respectivamente.  Sin embargo, el Brasil no es autosuficiente en lo que respecta a productos del petróleo refinados, ya que carece de la capacidad necesaria para refinar el crudo pesado que produce.
  Entre 2003 y 2007, los niveles de producción de petróleo crudo y gas natural se incrementaron en el 17 por ciento y el 15 por ciento, respectivamente, mientras que la producción de productos del petróleo refinados aumentó a un ritmo más lento, debido al mayor uso de combustibles alternativos, tales como etanol y otros biocombustibles.
  En 2007, el Brasil produjo 668,9 millones de barriles de petróleo crudo y 18.200 millones de metros cúbicos de gas natural.  Entre 2003 y 2007, el valor de las importaciones de gas natural se incrementó en el 74 por ciento.

67. PETROBRAS sigue dominando la producción, el refinado y la distribución de petróleo y gas natural en todo el Brasil.  En 2007 declaró unos ingresos brutos de explotación de 170.300 millones de reales (unos 95.000 millones de dólares EE.UU.) y realizó inversiones por un valor aproximado de 25.200 millones de dólares EE.UU. (el doble que en 2004), de las que el 41 por ciento se destinaron a actividades de prospección y producción.  La capacidad de refinado del Brasil no ha cambiado durante el período objeto de examen
;  en 2007, las refinerías controladas por PETROBRAS contribuyeron en el 99 por ciento a la producción total del Brasil, de 1,82 millones de barriles diarios.

68. De acuerdo con la ley, PETROBRAS es una sociedad anónima de capital mixto que debe estar bajo control del Gobierno federal como titular del 50 por ciento del capital con derecho de voto más una acción.
  El Gobierno federal posee el 55,7 por ciento de las acciones ordinarias con derecho a voto de PETROBRAS, pero la mayor parte del capital social de esa empresa pertenece a inversores privados, muchos de ellos extranjeros (noviembre de 2008).

69. El 31 de diciembre de 2007, las reservas comprobadas de petróleo crudo eran aproximadamente de 12.623 millones de barriles, al tiempo que las reservas de gas natural ascendían a 365.000 millones de metros cúbicos.  Con respecto a 2004, las reservas de petróleo crudo se habían incrementado en el 12,3 por ciento, mientras que las reservas de gas natural se habían reducido en el 11,9 por ciento.
  Sin embargo, esas cifras no comprenden los descubrimientos hechos por PETROBRAS en 2007-2008, que, si se confirman, pueden incrementar sustancialmente el valor de las reservas comprobadas del Brasil.

b)
Marco normativo
70. El Gobierno federal tiene derechos exclusivos respecto de la prospección de todos los hidrocarburos;  la extracción, el refinado, la importación y la exportación de petróleo y gas natural y sus derivados;  y el transporte marítimo y por tuberías del petróleo, el gas natural y sus derivados del Brasil.
  Sin embargo, puede autorizar a las empresas privadas constituidas con arreglo a la legislación brasileña a ejercer esos derechos mediante concesiones otorgadas por la ANP.

71. La ANP está facultada para organizar rondas de concesiones para la prospección de yacimientos de petróleo y gas.  Durante el período objeto de examen tuvieron lugar dos rondas de concesiones, que proporcionaron a la ANP ingresos por un valor aproximado de 2.700 millones de reales (unos 1.500 millones de dólares EE.UU.).
  En 2006 se suspendió por orden judicial la octava ronda de concesiones, tras la interposición de denuncias relativas a los criterios de concesión.
  Además de PETROBRAS, hay 71 concesionarios nacionales y extranjeros con autorización, vigente hasta octubre de 2008, para explorar aproximadamente el 61 por ciento de la zona total de prospecciones.
  En 2008, el Brasil suspendió temporalmente la concesión de yacimientos marinos cuya subasta estaba prevista, con objeto de revaluar su potencial sobre la base de los recientes descubrimientos.

72. La extracción de hidrocarburos (incluso por PETROBRAS) está sujeta al pago de cánones, que pueden variar del 5 por ciento al 10 por ciento de los ingresos brutos, dependiendo del contrato de concesión.  Las zonas de prospección extensas o muy rentables están también sujetas a una tasa de "participación especial" aplicada a los ingresos netos a tipos progresivos (del 10 al 40 por ciento)
;  las autoridades han indicado que, en la práctica, esa tasa se ha aplicado en raras ocasiones.  A finales de 2008, el Gobierno y el Congreso examinaban la posibilidad de introducir cambios en el sistema de cánones, así como nuevas normas sobre la extracción de hidrocarburos.

73. Desde que tuvo lugar la primera ronda de concesiones de 1999, la ANP ha impuesto prescripciones en materia de contenido nacional para el otorgamiento de concesiones.  La norma general requiere que la empresa adjudicataria compre a los proveedores nacionales, siempre que sus precios y condiciones sean equivalentes a los de un proveedor extranjero.  A partir de la séptima ronda de concesiones, celebrada en 2005, las empresas licitantes pueden ofrecer porcentajes de contenido nacional dentro de unos niveles mínimo y máximo establecidos por la ANP.  Además, la empresa licitante puede distribuir sus compromisos sobre contenido nacional entre las fases de prospección y de producción.
  Por otra parte, en 2008, PETROBRAS anunció que mantendría el requisito del 55 al 65 por ciento de contenido nacional para la construcción de nuevas plataformas.

74. Todas las empresas interesadas en establecer refinerías de petróleo o instalaciones de transformación y almacenamiento de gas natural deben solicitar autorización.  La ANP puede establecer requisitos económicos, técnicos y legales para conceder esas autorizaciones.

75. No ha habido cambios en la reglamentación de las importaciones y exportaciones de productos derivados del petróleo, que siguen sujetas a autorización de la ANP.  Durante el período 2004-2007 se recibieron, como promedio, 40.000 solicitudes de autorización cada año, de las que el 95 por ciento, aproximadamente, se atendieron favorablemente;  en general, la aprobación requirió un plazo de dos días.  Los importadores deben inscribirse en el Sistema de Registro Unificado de Proveedores (SICA).  En 2007, PETROBRAS realizó el 80 por ciento (expresado en peso) de todas las importaciones de productos derivados del petróleo.

76. De conformidad con la legislación brasileña, los precios de los productos del petróleo refinado deben establecerse libremente en el mercado.
  Sin embargo, en la práctica, debido a su cuasimonopolio de la capacidad de refinado del Brasil, PETROBRAS fija en solitario el precio nacional de los combustibles en refinería (antes de impuestos).  Por ejemplo, PETROBRAS decidió mantener el precio de la gasolina prácticamente sin cambios entre septiembre de 2005 y mayo de 2008, debido a que sus decisiones en materia de fijación de precios se basan en los precios internacionales a largo plazo, más que en las fluctuaciones a corto plazo.

77. No ha habido cambios significativos en los precios del gas natural, que siguen aplicándose en tres categorías:  i) gas natural producido en el país;  ii) gas natural importado;  y iii) gas natural utilizado en el Programa de Prioridad Termoeléctrica (PPT).  El precio máximo del gas natural vendido por PETROBRAS a las centrales eléctricas en el marco del PPT se fija por reglamento;  para las centrales termoeléctricas que utilizan exclusivamente gas importado más caro se ha fijado un precio medio sobre la base de una cartera compuesta en el 20 por ciento por gas nacional y en el 80 por ciento por gas importado.

78. La importación y comercialización de petróleo y gas natural, de sus derivados y de etanol está sujeta a la Contribución de Intervención en el Dominio Económico (CIDE).
  Los ingresos procedentes de la CIDE pueden utilizarse para diferentes fines, entre ellos la subvención del transporte de combustible.
  En mayo de 2008, con objeto de compensar el incremento de los precios de gasolina decidido por PETROBRAS, el Gobierno federal redujo el tipo de la CIDE aplicado a las ventas de combustibles.

79. Se prevé que el programa Auxilio Gas (Auxílio Gás), establecido en 2002 para facilitar el acceso de las familias de bajos ingresos al GLP subvencionado, finalice el 31 de diciembre de 2008;  desde 2004, ese programa se ha incorporado a otro programa de asistencia social más amplio denominado Bolsa Família.

iv) Etanol

80. El Brasil es el segundo mayor productor y el primer exportador mundial de etanol, y toda su producción procede de la caña de azúcar.  En 2007, el Brasil produjo 22,6 millones de metros cúbicos de combustibles de etanol (alcohol etílico anhidro e hidratado), lo que representó un incremento medio anual del 11,7 por ciento desde 2003.  Se estima que la producción será de casi 27 millones de metros cúbicos en 2008.  Durante la campaña agrícola de 2007-2008, aproximadamente la mitad de la producción de caña de azúcar se destinó a la obtención de etanol.
  Según los datos facilitados por las autoridades, en la campaña agrícola de 2008-2009, el 60 por ciento de la producción de caña de azúcar se destinó asimismo a la obtención de etanol.  Durante el período objeto de examen, las exportaciones de etanol se triplicaron hasta alcanzar un valor de 1.500 millones de dólares EE.UU. en 2007 (3,5 millones de metros cúbicos), confirmándose el liderazgo del Brasil en los mercados mundiales del etanol.  Se estima que las exportaciones han alcanzado un volumen de 4,2 millones de metros cúbicos en 2008.  En 2007, los principales destinos fueron los Estados Unidos, los países de América Central y del Caribe y los Países Bajos, que representaron, respectivamente, el 50 por ciento, el 14 por ciento y el 10 por ciento de las exportaciones totales de etanol (en volumen).
  Las autoridades han señalado que el etanol brasileño exportado a países del Caribe suele reexportarse a los Estados Unidos en el marco de la ICC y del ALCAC.
81. En 1998 se desreglamentó la comercialización de etanol en el Brasil, y desde entonces su precio ha sido fijado por el mercado.  Durante el período 2002-2007, el precio del etanol aumentó un 45 por ciento.

82. El Programa de Financiación de las Existencias de Combustible de Alcohol Etílico (PFEAEC) es un programa de apoyo financiado por la CIDE (véase supra).
  Su objetivo es asegurar el suministro de combustible a lo largo del año, teniendo en cuenta que la producción de alcohol depende de la cosecha de caña de azúcar, que se concentra en el primer semestre de cada año.  El programa, administrado por el Ministerio de Agricultura (MAPA), se estableció con un crédito inicial de 500 millones de reales.  Sin embargo, se ha mantenido inactivo desde 2005.

83. Además del crédito tradicionalmente otorgado por el BNDES para el desarrollo de la industria del etanol, el Gobierno tiene previsto ofrecer, a través del BNDES, crédito adicional por valor de 6.400 millones de reales (unos 3.600 millones de dólares EE.UU.) para proyectos de inversión en la industria del etanol durante el período 2008-2011.  La Empresa Brasileña de Investigaciones Agropecuarias (EMBRAPA) mantiene un programa especial de investigación y desarrollo de la energía agrícola centrado en el etanol;  se prevé que los fondos destinados a ese programa alcancen la cifra de 1.000 millones de reales (600 millones de dólares EE.UU.) en el período 2007-2010.
  Además, PETROBRAS se propone invertir 1.600 millones de dólares EE.UU. en la producción, el almacenamiento, el transporte y la distribución de etanol hasta 2011.

v) Electricidad

a)
Características del mercado
84. El Brasil tiene una capacidad de potencia instalada de 100,4 gigavatios, que representan un incremento medio anual del 6,1 por ciento respecto del nivel de 2003.  La mayor parte de la capacidad instalada es hidroeléctrica (76 por ciento) y termoeléctrica (22 por ciento).  La extensión del tendido eléctrico ha aumentado en el 12 por ciento desde 2003, hasta alcanzar una longitud de 87.568 km de líneas de transporte.
  En 2007, el Brasil generó 447,70 teravatios hora de electricidad, el 90 por ciento de esa cantidad en centrales eléctricas del sistema público y el 10 por ciento en centrales de productores autónomos (es decir, generalmente vinculadas a grandes operaciones industriales).  El mismo año, el Brasil fue importador neto de electricidad, e importó de Venezuela una cantidad equivalente al 9,3 por ciento de su capacidad de generación (40,9 teravatios hora);  el Brasil exportó electricidad al Uruguay y la Argentina.

85. Durante el período objeto de examen, el precio medio de la electricidad se incrementó en el 27 por ciento, hasta situarse en 0,25 reales (unos 0,14 dólares EE.UU. por kilovatio hora) en agosto de 2008.  El precio medio pagado por el consumo doméstico es un 13 por ciento más elevado que el precio medio de la electricidad (0,16 dólares EE.UU. por kilovatio hora), mientras que el precio agrícola es un 28 por ciento más bajo (0,09 dólares EE.UU. por kilovatio hora).  Durante el período objeto de examen, el precio medio de la electricidad para consumo industrial aumentó en el 60 por ciento, a un ritmo más rápido que para los demás grupos de usuarios, pasando de 0,14 reales a 0,22 reales por kilovatio hora (de 0,08 dólares EE.UU. a 0,12 dólares EE.UU por kilovatio hora).

86. ELETROBRÁS, que sigue siendo el mayor productor de electricidad del Brasil, representa el 40 por ciento de la generación total y posee el 56 por ciento del tendido eléctrico, con una capacidad de más de 230 kilovoltios.  El Gobierno federal posee directamente el 54 por ciento de las acciones con derecho a voto de ELETROBRÁS.

87. La participación de las empresas estatales y municipales en la capacidad total de generación se ha reducido significativamente desde el último Examen del Brasil.  Si se incluyen las centrales en construcción, así como las concesiones ya otorgadas por la ANEEL, el sector privado representa aproximadamente el 31 por ciento de la capacidad total de generación.
  La mayor parte de las líneas del tendido eléctrico no pertenecientes a ELETROBRÁS son propiedad de empresas estatales, y muy pocas de ellas están bajo control privado.  En la distribución de electricidad intervienen 64 empresas, algunas de ellas estatales y otras pertenecientes a inversores extranjeros y nacionales del sector privado.

b)
Marco normativo
88. La ANEEL (véase la sección i) supra) gestiona las concesiones para la producción, el transporte y la distribución de electricidad y soluciona las diferencias entre los participantes.  La ANP ejerce funciones de supervisión y mediación en las negociaciones relacionadas con los costos de transporte del gas natural y los combustibles fósiles utilizados para generar electricidad.  En 2004 se creó la Cámara de Comercialización de Energía Eléctrica (CCEE), entidad privada no lucrativa regulada por la ANEEL y sucesora del Mercado Mayorista de Energía Eléctrica.  La CCEE se encarga de organizar el mercado de la electricidad comercial y su sistema de subastas.  La ANEEL aprueba las normas y los procedimientos de comercialización por los que se rigen las actividades de la CCEE.

89. El sector eléctrico del Brasil se organiza en torno al Sistema Integrado Nacional (SIN), al que se conectan las centrales eléctricas (incluidas las de productores autónomos) y los concesionarios de los servicios de distribución;  algunos sistemas eléctricos públicos ubicados en la región septentrional y denominados "sistemas aislados" funcionan de modo independiente del SIN.
  Las empresas de distribución conectadas al SIN deben garantizar el suministro de electricidad a todos sus mercados con arreglo a contratos sujetos a reglamentación y establecidos mediante concesiones.

90. No existen limitaciones a la participación de los inversores extranjeros en las actividades de generación, transporte o distribución de electricidad.

91. Tal como se indicó en el anterior Examen del Brasil, el Gobierno reorganizó el sector a comienzos de 2004 con arreglo a un nuevo modelo de comercio de la energía eléctrica.  Para ello se publicaron varias disposiciones reglamentarias nuevas, sobre todo, la Ley Nº 10.848, de 15 de marzo de 2004, y el Decreto Nº 5.163, de 30 de julio de 2004.  El nuevo modelo prevé el establecimiento de subastas de energía como mecanismo básico de compra de energía por las empresas distribuidoras.

92. Unos años antes del suministro previsto debe sacarse a subasta la capacidad "existente".  Asimismo, se llevan a cabo subastas de ajuste para que los distribuidores puedan cumplir el requisito de garantía del suministro al 100 por ciento.
  Se prevé la celebración de subastas de capacidad de generación "nueva" tres o cinco años antes de las fechas de suministro;  el objetivo es asegurar que las centrales se construyan sólo tras haber logrado contratos de larga duración para la energía que producirán.  Desde la celebración de la primera subasta de capacidad "existente" en diciembre de 2004, la CCEE ha administrado seis subastas de energía "existente", otras seis de energía "nueva", seis más de ajuste, y una de fuentes alternativas de energía.

93. Las centrales termoeléctricas e hidroeléctricas con capacidad de generación igual o inferior a 5 megavatios y 1 megavatio, respectivamente, deben registrarse únicamente en la ANEEL.  Las centrales termoeléctricas con capacidad superior a 5 megavatios requieren autorización de la ANEEL, al igual que las centrales hidroeléctricas con capacidad superior a 1 megavatio, pero igual o inferior a 30 megavatios (plantas generadoras autónomas).  Sin embargo, los proyectos hidroeléctricos de capacidad superior a 1 megavatio deben obtener concesiones como proveedores públicos para el comercio de parte de su electricidad en las subastas.  Las autorizaciones para nuevas plantas generadoras se conceden por un plazo máximo de 15 años si son termoeléctricas y por un plazo renovable de 35 años si son hidroeléctricas.

94. Los sectores del transporte y la distribución están sujetos a reglamentación.  Para desempeñar esas actividades, las empresas deben obtener una concesión de la ANEEL, otorgada por un período renovable de 35 años.

95. Las empresas de producción de electricidad privadas y estatales deben negociar la comercialización de la energía eléctrica con los concesionarios de los servicios de distribución a través del mecanismo de subastas del SIN.  El precio pagado por el usuario final sólo puede contener el costo de la electricidad pagado por los distribuidores más los impuestos.  La ANEEL regula el costo del transporte y el precio pagado por el usuario final, que se ajustan anualmente sobre la base de un índice de inflación (IGP-M) y otros factores.

96. Las importaciones y exportaciones de electricidad sólo pueden realizarse a través del SIN y requieren autorización de la ANEEL.  El proceso se lleva a cabo con arreglo a un régimen de licencias no automáticas, y las solicitudes pueden presentarse a través del SISCOMEX (véase el capítulo III 2) vii)).

97. El Programa de Apoyo a Fuentes Alternativas de Energía Eléctrica (PROINFA), administrado por el MME, tiene la finalidad de promover la diversificación de la matriz energética del Brasil mediante un mayor uso de fuentes de energía alternativas.  En el marco de ese programa, ELETROBRÁS compra 3.300 megavatios de electricidad a un precio mínimo garantizado a pequeñas centrales generadoras de energía hidráulica, de biomasa o eólica (1.100 megavatios de cada una de esas fuentes).
  ELETROBRÁS administra también una Cuenta de Desarrollo Energético (CDE) utilizada para promover, entre otras cosas, el desarrollo del sector energético a nivel estatal y la competitividad de la producción de energía de fuentes alternativas.  En 2007, el CDE desembolsó 459 millones de reales (unos 225 millones de dólares EE.UU.) en fondos.

98. Al final de 2003 se estableció el programa de servicio universal Luz para Todos (LPT), con objeto de suministrar electricidad a las poblaciones rurales.  El MME coordina el programa con la participación del sistema de ELETROBRÁS.  De acuerdo con la ley, el programa se financia con fondos de diversos orígenes, tales como la CDE, y contribuciones de los concesionarios de servicios de distribución y los gobiernos de los estados.  En 2007, los recursos totales destinados a ese programa ascendieron a 807 millones de reales (unos 450 millones de dólares EE.UU.).

99. El sector eléctrico se beneficia también de diversos programas de incentivos del BNDES (véase el capítulo III 4) iv)).
 La normativa sobre el uso eficiente de la energía establece niveles admisibles máximos de consumo eléctrico para el equipo nacional e importado;  el INMETRO supervisa la aplicación de las directrices pertinentes (véase el capítulo III 2) viii)).

5) Sector manufacturero

100. Tradicionalmente, el Brasil ha dado prioridad al desarrollo de su sector manufacturero.  Con ese objetivo, establece condiciones favorables para la financiación a largo plazo;  proporciona ayuda en forma de medidas en la frontera, con inclusión de crestas arancelarias y progresividad arancelaria;  y aplica instrumentos internos, por ejemplo, bonificaciones fiscales.  En 2008 se puso en marcha una estrategia de ayuda mejorada para 2008-2010 que comprende líneas de crédito total por valor de unos 116.000 millones de dólares EE.UU., además de 3.300 millones de dólares EE.UU. en forma de exenciones fiscales.  El sector manufacturero ha seguido teniendo gran importancia económica para el Brasil, en parte como resultado de las políticas de ayuda en vigor.  Sin embargo, será importante asegurar que la aplicación de la política industrial no haga más difícil la captación de factores de producción para los demás sectores, ya que se frenaría su crecimiento.  Además, particularmente en los sectores en los que los productores brasileños tienen categoría mundial, la reducción de los niveles de protección arancelaria efectiva favorecería el aumento de la productividad y beneficiaría a los consumidores.

101. Durante el período objeto de examen, la contribución del sector manufacturero al PIB (incluida la construcción, pero excluida la producción y distribución de electricidad, gas y agua) se ha mantenido de modo bastante constante en torno al 21,9 por ciento (cuadro I.2).  En 2007, la construcción civil representó el 23 por ciento del sector manufacturero, y las industrias transformadoras, el resto.
  Entre las industrias transformadoras, las más importantes son las siguientes:  productos alimenticios y bebidas, metalurgia, maquinaria y equipo, pasta de papel y papel, vehículos automóviles, productos químicos y productos plásticos.  En 2007, el sector manufacturero dio empleo a unos 8,4 millones de personas.  Tras la construcción civil, que absorbió al 19,2 por ciento, aproximadamente, de los trabajadores del sector, las principales fuentes de empleo son las industrias de las prendas de vestir y los accesorios, los productos alimenticios y las bebidas alcohólicas, y la metalurgia.

102. En 2007, los productos manufacturados (excluidos los productos alimenticios y las bebidas) representaron el 47,2 por ciento del valor total de las exportaciones de mercancías del Brasil (equivalente a 76.000 millones de dólares EE.UU.), 4 puntos porcentuales menos que en 2003.  Las importaciones de manufacturas representaron el 70,6 por ciento de las importaciones totales.  Sin embargo, si se considera su valor nominal, las exportaciones e importaciones de manufacturas se incrementaron en el 49 por ciento y el 90 por ciento, respectivamente, entre 2004 y 2007 (capítulo I 6) i)).

103. Según un reciente estudio publicado por el BNDES, el coeficiente de importación del sector manufacturero (es decir, la participación de las importaciones en el consumo de productos de determinada industria, medido como resultado de restar las exportaciones al volumen de producción y sumarle las importaciones) se incrementó en el 32 por ciento durante el período 2004-2007.
  De acuerdo con el estudio, el coeficiente de importación de las industrias de uso intensivo de la ingeniería y la tecnología creció más deprisa y fue el más alto del sector.
  Además, al aumento de las importaciones respecto de la mayor parte de las industrias de uso intensivo de las economías de escala o de la ingeniería y la tecnología se unió un incremento significativo de la producción, lo que parece indicar que las importaciones han sido complementarias (y no sustitutorias) de la producción nacional.  Tal ha sido, en particular, el caso de las industrias automotriz y de maquinaria y equipo.

104. De acuerdo con un estudio de la OCDE, la productividad del trabajo en el sector manufacturero en su conjunto aumentó entre 2004 y 2006 (último año sobre el que se dispone de datos).
  Las industrias metalúrgica, de los productos alimenticios y las bebidas, y automotriz han mostrado un ritmo particularmente rápido de crecimiento de la productividad del trabajo, así como un incremento de la intensidad innovadora.
105. El documento sobre Política Industrial, Tecnológica y de Comercio Exterior del Brasil (PITCE) publicado por el Gobierno en 2003, constituye el principal marco de política del Brasil para el sector manufacturero.  El objetivo de esa política es promover la innovación, la modernización tecnológica y las exportaciones, y reducir la carga fiscal del sector.  De conformidad con esa política, durante el período objeto de examen, el Gobierno propuso, y el Congreso aprobó, cuatro nuevas leyes:  la Ley de Innovación, la Ley de Informática, la Ley de Bioseguridad (capítulo III 2) ix)) y la Ley Nº 11.196/2005.
  La finalidad de esta última Ley fue simplificar algunos procedimientos de recaudación de impuestos, incluidos los aplicables a las actividades orientadas a la exportación, y proporcionar incentivos fiscales a la innovación.

106. En mayo de 2008, el Gobierno puso en marcha la Política de Desarrollo Productivo como mejora de la PITCE.  La nueva política establece cuatro metas macroeconómicas para 2010, consistentes en incrementar las inversiones fijas generales, las inversiones privadas en investigación y desarrollo, la participación del Brasil en las exportaciones mundiales y el número de pequeñas y medianas empresas exportadoras.  Para alcanzar esos objetivos, las autoridades tienen previsto ofrecer 210.000 millones de reales (unos 116.000 millones de dólares EE.UU.) en líneas de crédito total hasta 2010, el 84 por ciento de ellas a través del BNDES y el 16 por ciento restante a través de programas de creación de capacidad tecnológica aplicados en el marco del MDIC.
  Como parte de la nueva política, el Gobierno ha adoptado también medidas para reducir el costo del crédito y simplificar los procedimientos de exportación e importación.  La política comprende asimismo la concesión de varias exenciones fiscales nuevas por una cuantía estimada en unos 3.300 millones de dólares EE.UU. hasta 2010.  En principio, esas medidas pueden aplicarse a cualquier actividad manufacturera.  Sin embargo, algunas se aplican únicamente a determinadas actividades que, en opinión del Gobierno, tienen efectos multiplicadores particularmente significativos.  Entre ellas figuran actividades en las que, según un estudio de la OCDE, el Brasil tiene una ventaja comparativa manifiesta (por ejemplo, la producción de productos no metálicos, maquinaria y equipo, y vehículos automóviles).

107. En enero de 2008, el promedio de los aranceles NMF aplicados a los productos manufacturados (definición de la CIIU) era del 11,8 por ciento (cuadro III.1).  La estructura del Arancel del Brasil sigue presentando progresividad arancelaria, ya que los productos acabados están sujetos a aranceles más altos en los productos de la primera fase de elaboración o los productos semiacabados (cuadro III.1).  Tal como indica la OCDE, esa estructura puede dar lugar a una asignación poco acertada de los recursos que favorezca determinadas actividades ineficientes de sustitución de importaciones.

108. La producción manufacturera se ha estimulado también mediante la prohibición de importar mercancías usadas, establecida, según las autoridades, por motivos ambientales y de seguridad (capítulo III 2) vii)).  En general, el sector manufacturero se beneficia también de concesiones arancelarias y fiscales, planes de financiación y programas de incentivos gestionados por el BNDES (véase el capítulo III 3) iv) v) y 4) iv)).

109. Desde el último Examen del Brasil se ha incrementado el número de medidas antidumping aplicadas a las importaciones de productos manufactureros.  Las autoridades han señalado que ese aumento se debe al significativo incremento del valor de las manufacturas importadas durante el período.  Las actividades más afectadas por derechos antidumping son las relacionadas con la producción de sustancias químicas, metales comunes, plásticos, maquinaria y textiles.  Durante el período objeto de examen, el Brasil aplicó también dos derechos compensatorios a las importaciones de acero inoxidable y películas de tereftalato de polietileno (capítulo III 2) vi)).

110. El sector farmacéutico se beneficia del plan de financiación especial del BNDES denominado PROFARMA, en cuyo marco se concede crédito para las actividades de producción y de investigación y desarrollo.  El programa cubre el 90 por ciento, como máximo, del costo total de un proyecto, y prevé plazos de devolución de hasta 10 años.  En general, los tipos de interés se basan en el tipo de interés a largo plazo (TJLP), al que se suma un margen para el BNDES (de 1 por ciento a 1,5 por ciento).  Esta previsto que el programa finalice el 31 de julio de 2012.
  Según las autoridades, el programa no se limita ya a las empresas controladas por personas residentes en el Brasil.
6) Servicios

i) Introducción

111. Los servicios representaron aproximadamente el 65,8 por ciento del PIB a precios básicos en 2007, frente al 64,7 por ciento en 2003.  Los subsectores más importantes durante el período fueron los servicios del Estado (15 por ciento del PIB) y los de distribución (11 por ciento);  también fueron importantes los servicios inmobiliarios (8,8 por ciento), financieros (7,6 por ciento) y de transporte (5,5 por ciento).  El Brasil es importador neto de servicios, y arrastra un déficit tradicional en la cuenta de servicios (capítulo I).  Ese déficit creció considerablemente durante el período objeto de examen, pasando de 4.900 millones de dólares EE.UU. en 2003 a 13.000 millones de dólares EE.UU. en 2007 (cuadro AI.5).

112. Los compromisos específicos asumidos por el Brasil en el marco del AGCS abarcan sólo 38 de los 160 subsectores de servicios, o 7 de los 12 sectores generales definidos en la Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios
:  servicios prestados a las empresas, servicios de comunicaciones, servicios de construcción y servicios de ingeniería conexos, servicios de distribución, servicios financieros, servicios de turismo y servicios relacionados con los viajes, y servicios de transporte (cuadro AIV.1).

113. El Brasil consignó limitaciones horizontales del acceso a los mercados relativas al movimiento de personas físicas, la inversión, la presencia comercial y las subvenciones.  Con respecto al movimiento de personas físicas, se garantiza el acceso a los mercados únicamente a los técnicos especializados, los profesionales altamente calificados, y los gerentes y directores que trabajan con contratos temporales.  Se aplican condiciones especiales al nombramiento de gerentes para las filiales de empresas extranjeras.  El Brasil ha retenido además el derecho de exigir que las compañías extranjeras que deseen prestar un servicio se organicen como personas jurídicas según se dispone en la legislación brasileña.

114. El Brasil enumeró exenciones al trato NMF, en el marco del Anexo sobre Exenciones de las Obligaciones del Artículo II del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios, con respecto a la firma de acuerdos en materia de transporte marítimo sobre reparto y reserva de la carga y medidas que estipulan la aplicación del principio de reciprocidad en el acceso a la carga.
  El Brasil ha firmado este tipo de acuerdos con la Argentina, Chile y el Uruguay, entre otros países.

115. El Brasil participó en las negociaciones de la OMC sobre telecomunicaciones básicas, pero, en septiembre de 2008, no había ratificado aún el Cuarto Protocolo sobre servicios de telecomunicaciones básicas.  Debido a las dificultades surgidas en el proceso de ratificación nacional, el Brasil retiró su proyecto de lista de compromisos específicos sobre telecomunicaciones básicas.
  En 2001, tras la promulgación de la Ley General de Telecomunicaciones de julio de 1998, el Brasil presentó, a efectos de su certificación, un nuevo proyecto de lista de compromisos sobre servicios de telecomunicaciones en el marco del AGCS.
  El Japón y Hong Kong, China formularon objeciones a esa propuesta debido a que el Gobierno del Brasil se reservaba el derecho a limitar la participación extranjera en el sector (véase la sección iii) infra).
  Como resultado de esas objeciones, el Brasil retiró su lista de compromisos de 2001, y actualmente no mantiene en vigor compromisos sobre telecomunicaciones en el marco del AGCS;  tampoco ha adoptado el Documento de Referencia.

116. El Brasil participó también en las negociaciones de la OMC sobre servicios financieros, pero, en septiembre de 2008, no había ratificado aún el Quinto Protocolo sobre Servicios Financieros.  Los cambios introducidos en la legislación sobre seguros brasileña en virtud de la Ley Complementaria Nº 126, de 15 de enero de 2007, hicieron compatible la ratificación del Protocolo con la legislación brasileña.  En una reunión del Comité de Comercio de Servicios Financieros celebrada en junio de 2008, el Brasil afirmó que el Quinto Protocolo había sido objeto de la segunda lectura en la Cámara Alta del Congreso del Brasil, pero, por motivos de procedimiento, no se había adoptado aún, ni era posible indicar cuándo se adoptaría.

117. El Brasil no ha incluido compromisos sobre transporte marítimo o aéreo en su Lista anexa al AGCS.  En general, dejó sin consolidar los modos de suministro transfronterizo y consumo en el extranjero de los servicios profesionales.
  La presencia comercial se consolidó para los servicios de contabilidad, auditoría y teneduría de libros, a condición de que el proveedor extranjero permita usar su nombre a los profesionales brasileños, que podrán constituir una nueva persona jurídica en el Brasil y participar plenamente en ella.  Se permite la participación de no residentes en entidades jurídicas que presten servicios profesionales y estén controladas por ciudadanos brasileños.  Se aplican limitaciones de presencia comercial a los demás subsectores de servicios profesionales.  Por ejemplo, la participación extranjera en los servicios de publicidad está limitada a la tercera parte del metraje de las películas publicitarias;  una mayor participación está supeditada al empleo de artistas y empresas productoras brasileños.  Además, la participación extranjera está limitada al 49 por ciento del capital de las empresas establecidas en el Brasil, y la dirección debe permanecer en manos de los socios brasileños.  El movimiento de personas físicas se mantiene sin consolidar, salvo en el caso de profesionales altamente calificados y técnicos especializados extranjeros.

118. El Brasil participa activamente en las negociaciones sobre servicios del PDD.  En julio de 2004 presentó una oferta inicial
;  y en junio de 2005, una oferta revisada.

119. El 7 de diciembre de 2005 entró en vigor el Protocolo de Montevideo sobre el Comercio de Servicios del MERCOSUR, que se notificó al Consejo del Comercio de Servicios (CCS) el 5 de diciembre de 2006.  El Protocolo establece un programa para la liberalización del comercio interno de servicios en un plazo de aplicación general de 10 años, contados a partir de la fecha de entrada en vigor, es decir, para diciembre de 2015, a más tardar (capítulo II 5) b)).

ii) Servicios financieros

120. Durante el período objeto de examen aumentó el grado de intermediación financiera en el Brasil.  El margen entre los tipos de interés se redujo, pero sigue siendo amplio y, en noviembre de 2008, superaba los 28 puntos porcentuales.  Además, la concesión de créditos privados a medio y largo plazo a las pequeñas y medianas empresas es muy limitada, debido a numerosos factores, entre ellos los siguientes:  la asimetría de la información procedente de un sector no financiero informal bastante grande;  los elevados impuestos;  los considerables índices de delincuencia;  la dificultad de acceso al crédito;  y los elevados costos administrativos.  Los bancos estatales llevan a cabo gran parte de la financiación a medio y largo plazo, a tipos de interés considerablemente más bajos que los aplicados por los bancos privados, y más bajos que los tipos de interés a corto plazo.  A pesar de ello, sigue siendo necesario determinar y corregir las causas del elevado costo del crédito.

121. El establecimiento de nuevas instituciones financieras extranjeras requiere la aprobación mediante Decreto Presidencial.  En la práctica, el establecimiento de esas instituciones se ha permitido, y el 23 por ciento de los activos pertenecen a bancos extranjeros.  El Brasil participó en las negociaciones de la OMC sobre servicios financieros;  aunque no ha ratificado el Quinto Protocolo, las modificaciones introducidas en su legislación sobre seguros en 2007 pueden hacer posible esa ratificación.  Entre otras cosas, las modificaciones permiten, en determinadas condiciones, el suministro transfronterizo de servicios de seguros, que anteriormente estaba prohibido.

a)
Características principales 
122. En 2007, los servicios financieros representaron el 7,6 por ciento del PIB, frente al 7,1 por ciento en 2003.  Durante el ejercicio 2006-2007, el comercio de servicios financieros del Brasil registró superávit, en contraste con los déficit anteriores.  En 2007, se realizaron exportaciones por valor de 1.090 millones de dólares EE.UU. e importaciones por valor de 807 millones de dólares EE.UU., con exclusión de los servicios financieros, cuyas exportaciones e importaciones tuvieron un valor de 543 millones de dólares EE.UU. y 1.310 millones de dólares EE.UU., respectivamente.

123. El número de instituciones del sistema financiero brasileño ha seguido reduciéndose, pasando de 2.133 en diciembre de 2004 a 2.100 en octubre de 2008.
  Esa reducción se debe principalmente a las fusiones y adquisiciones llevadas a cabo por los bancos en su intento de ampliar sus operaciones en consonancia con el incremento de la actividad económica y comercial, así como a liquidaciones, cancelaciones de licencias de actividad, y transformación en otros tipos de instituciones financieras.
  En septiembre de 2008, el Sistema Financiero (SFN) comprendía 2.417 instituciones en total, aproximadamente el mismo número que en 2003.
  Al final de marzo de 2008, los activos del sistema financiero brasileño ascendían a 1,56 billones de dólares EE.UU., equivalentes a más del 100 por ciento del PIB (2007).
  De esos activos, los bancos poseían el 99,2 por ciento, mientras que el resto correspondía a cooperativas de crédito y otras instituciones financieras no bancarias.

124. El SFN está regulado principalmente por el Consejo Monetario Nacional (CMN), pero también por el Banco Central del Brasil, la Comisión de Valores Mobiliarios (CVM) y la Superintendencia de Seguros Privados (SUSEP).  Las entidades cerradas que ofrecen pensiones complementarias son supervisadas por la Secretaría de Estado de Fondos de Pensiones (SPC), entidad dependiente del Ministerio de Seguridad Social.
125. El CMN, creado en virtud de la Ley Nº 4.595/64 y presidido por el Ministro de Hacienda, es la entidad reguladora de mayor jerarquía en el SNF.
  El CMN establece políticas y reglamentaciones para las instituciones y mercados financieros, basándose para ello en recomendaciones del Banco Central y de otras entidades reguladoras;  todos los miembros del sistema financiero nacional, incluidos el Banco Central y la CVM, deben cumplir las resoluciones del CMN.  El Banco Central ejecuta las políticas del CMN, autoriza el funcionamiento de las instituciones financieras y supervisa a las instituciones financieras tomadoras de depósitos, a otras instituciones financieras, los intermediarios financieros y las instituciones auxiliares.  El Banco Central y la CVM supervisan conjuntamente la actividad de los bancos de inversión, los corredores y agentes de valores, el sistema de compensación y liquidación y las carteras de inversores extranjeros.  El Banco Central supervisa los aspectos cautelares y las operaciones financieras;  y la CVM, las operaciones del mercado de capitales.  Las bolsas de valores y de futuros, los fondos de inversiones, las compañías emisoras de valores, los corredores/agentes, los administradores de carteras de valores y las personas físicas que operan con valores son supervisadas por la CVM.

126. Los servicios financieros están, en principio, sujetos a restricciones de presencia comercial.  La Ley de Disposiciones Constitucionales Transitorias establece que hasta que se determinen las condiciones para la participación del capital extranjero en instituciones financieras, se prohíbe el establecimiento en el Brasil de nuevas sucursales de instituciones financieras domiciliadas en el exterior, así como el incremento de la participación de personas físicas o entidades extranjeras domiciliadas en el exterior en el capital de instituciones financieras con sede en el Brasil.  Esa prohibición no rige para las autorizaciones resultantes de acuerdos internacionales o sistemas de reciprocidad, o que sean de interés nacional.  A ese respecto, y aunque las condiciones para la participación del capital extranjero en instituciones financieras no se hayan determinado, en la Declaración de Motivos Nº 311 del Ministerio de Hacienda, de 23 de agosto de 1995, se reconoció como asunto de interés nacional el establecimiento y el incremento del capital de bancos nacionales y extranjeros.  Como resultado, la instalación de nuevas instituciones financieras está sujeta a aprobación por Decreto Presidencial, que a su vez da lugar a autorizaciones del Banco Central.
127. Las instituciones financieras con sede en el extranjero que soliciten autorización para ejercer su actividad en el Brasil deben presentar al Banco Central la información institucional pertinente.  El Banco Central formula una recomendación al CMN, que, a su vez, presenta una recomendación al Presidente de la República para su aprobación.  Los requisitos de capital mínimo varían en función del tipo de banco o institución financiera y, en general, se sitúan entre 200.000 reales y 111.000 reales para las instituciones de microfinanciación, y pueden llegar a 110 millones de reales (61,1 millones de dólares EE.UU.) en el caso de bancos de operaciones generales.
  En el caso de los bancos de operaciones generales, los requisitos de capital mínimo dependen de los tipos de carteras que posean y se calculan respecto de la suma de requisitos de cada cartera.  Las instituciones financieras pueden solicitar el establecimiento de 10 sucursales, como máximo, sin que se apliquen nuevos requisitos de capital;  a partir de ese límite se añade un requisito del 2 por ciento al capital desembolsado y los fondos propios efectivos requeridos por sucursal en los estados de Río de Janeiro y Sao Paulo, y del 1 por ciento por sucursal en los demás estados.  Además, los requisitos de capital pueden reducirse en el 30 por ciento en determinadas regiones fuera de los estados de Río de Janeiro y Sao Paulo.  Esos requisitos se aplican por igual a las instituciones extranjeras y nacionales.

128. En la Resolución Nº 3.040 del CMN, de 28 de noviembre de 2002, y la Circular del Banco Central Nº 3.317, de 29 de marzo de 2006, se establecen las condiciones exigidas a las instituciones financieras extranjeras para establecer una sucursal en el Brasil.  De conformidad con la Circular, las solicitudes presentadas por inversores extranjeros para desempeñar su actividad en el sector financiero brasileño deben especificar, entre otras cosas, la cuantía de la participación extranjera en el capital total;  los beneficios para la economía brasileña (por ejemplo, nuevas tecnologías o una mayor diversidad de productos y servicios);  y una descripción pormenorizada de las actividades actuales del inversor extranjero en el sistema financiero brasileño, incluida la posible participación en grupos económicos locales.

b)
Sector bancario
Características generales y evolución del mercado

129. Durante el período objeto de examen continuaron las fusiones entre bancos privados, y el número de instituciones participantes en el sistema siguió reduciéndose.  La participación de los bancos extranjeros en el mercado brasileño es significativa:  a mediados de 2007 había 135 bancos de operaciones generales, de los que 83 eran nacionales, 43 se hallaban bajo control de capital extranjero y 6 tenían participación extranjera en el capital.  Había también 20 bancos comerciales (12 nacionales y 8 sucursales de bancos extranjeros), 4 bancos de desarrollo, 17 bancos de inversiones y un banco de ahorro.
  El capital extranjero participaba en la propiedad de unas 214 instituciones financieras, aproximadamente la tercera parte del total.  En marzo de 2008, los activos bancarios totales llegaban a 1,52 billones de dólares EE.UU.  Los 50 bancos más importantes representan el 86,6 por ciento de los activos bancarios, y los depósitos aceptados por sus bancos constituyen el 91,7 por ciento de los depósitos totales del sistema bancario.  Seis de esos bancos pertenecen al Gobierno federal, 4 son propiedad de los estados, 19 son bancos privados nacionales, 20 son bancos privados bajo control extranjero y 1 es un banco privado con participación extranjera.  Durante el período objeto de examen aumentó la proporción de los activos totales correspondiente a bancos privados extranjeros y nacionales.  El mayor banco es el Banco do Brasil, de propiedad federal, que poseía el 14,4 por ciento de los activos totales en 2007.

130. El Fondo de Garantía de Crédito (FGC) es un plan obligatorio de seguro de depósitos financiado con recursos privados que tiene su fundamento jurídico en la Resolución Nº 3.251/2004 del CMN, de 16 de diciembre de 2004, modificada por la Resolución Nº 3.400, de 6 de septiembre de 2006.  El Fondo se financia con contribuciones de los bancos equivalentes al 0,0125 por ciento del saldo de las cuentas garantizadas (cuentas corrientes, cuentas de ahorro y depósitos a plazo).  El Fondo garantiza una cantidad máxima de 60.000 reales (unos 33.300 dólares EE.UU.) por persona e institución financiera.  En diciembre de 2007, los depósitos garantizados equivalían al 99,8 por ciento de los depósitos totales del SFN, por un valor total de 301.700 millones de reales.

131. En diciembre de 2007, los activos del sistema bancario equivalían al 78,7 por ciento del PIB, frente al 62,6 por ciento en diciembre de 2003.  El alcance de la intermediación financiera se ha ampliado desde el anterior Examen del Brasil.  El crédito total distribuido por el sistema financiero, equivalente al 30 por ciento del PIB en 2003, aumentó hasta situarse en el 37 por ciento en julio de 2008.  La proporción correspondiente al crédito dirigido también aumentó:  el crédito para fines específicos equivalía al 10,5 por ciento del PIB, frente al 9,8 por ciento en diciembre de 2006.  Los créditos considerados de riesgo "normal" por el Banco Central representaban el 92,2 por ciento de los créditos totales en julio de 2008.  Los créditos no devueltos representaban el 3,6 por ciento de los créditos totales, mientras que las reservas para pérdidas equivalían al 6,2 por ciento.
  En diciembre de 2007, el rendimiento de los activos líquidos del sistema bancario fue del 22,7 por ciento, frente al 15,9 por ciento en diciembre de 2003.
  Los coeficientes de liquidez de los bancos han aumentado y superan los requisitos establecidos tanto en las normas de Basilea como en las nacionales.  En diciembre de 2007, la razón entre el activo neto y el activo total del sistema, ponderada en función del riesgo, era del 17,2 por ciento, muy por encima del 11 por ciento exigido por la normativa brasileña, y más del doble del requisito de Basilea (8 por ciento).  Las pruebas de tensión aplicadas por el Banco Central a 138 bancos y basadas en los datos existentes hasta diciembre de 2007 siguen mostrando la solidez del sistema frente a las perturbaciones cambiarias, de tipos de interés y crediticias.
  Sin embargo, las pruebas aplicadas en 2007 muestran una mayor vulnerabilidad a las perturbaciones de los tipos de interés que las pruebas realizadas anteriormente.

132. Aunque, durante el período objeto de examen, se ha avanzado en la reducción de las diferencias entre los tipos de interés, esas diferencias siguen siendo amplias y ponen de manifiesto la persistencia de algunas ineficiencias en el sector bancario, según se indicó en el Examen anterior.  En octubre de 2008, el promedio de los tipos de interés del crédito era del 42,9 por ciento, mientras que el promedio de los tipos de interés del ahorro era del 14,5 por ciento, lo que representa una diferencia del 28,4 por ciento, inferior al 40,5 por ciento notificado en febrero de 2004;  en el caso de los particulares, la diferencia (39,7 por ciento) era más del doble que en el caso de las empresas (17,5 por ciento).

133. Según el Banco Central, las principales causas de esas amplias diferencias son la tasa de morosidad, seguida por la asimetría de la información procedente de un sector no financiero informal de considerable tamaño;  los elevados impuestos;  las significativas tasas de morosidad;  la dificultad de acceso al crédito;  y los altos impuestos y costos administrativos.
  El Banco Central ha relacionado también las grandes diferencias con la falta de competencia y transparencia en el mercado y ha enunciado varias medidas a ese respecto, incluido el fortalecimiento del sistema normativo para promover la competencia.
  Además, el crédito obligatorio a la agricultura a tipos inferiores a los predominantes en el mercado nacional podría contribuir también al elevado costo del crédito, ya que las operaciones crediticias rurales representaron el 14,9 por ciento de las operaciones totales de crédito (véase infra).  Sin embargo, las autoridades no consideran que ese sea un factor importante, ya que tales operaciones representan únicamente el 1,2 por ciento del pasivo total del sistema bancario y se financian a través de diversas fuentes.

134. Durante muchos años, el sistema financiero del Brasil se ha caracterizado también por la política de los bancos comerciales de no conceder crédito a largo plazo.  En su lugar, las instituciones financieras controladas por el Estado proporcionan casi la totalidad del crédito a largo plazo en el mercado nacional.  Como resultado, los tipos de interés a largo plazo no están determinados por el mercado, sino que son establecidos con criterios administrativos por las instituciones que proporcionan crédito oficial a largo plazo.  Esos tipos de interés oficiales, ligeramente por encima del 6 por ciento (noviembre de 2008) son notablemente más bajos que los tipos del mercado a corto plazo
, situación atípica que ha prevalecido durante muchos años en el Brasil y que parece apuntar claramente a la prestación de cierto grado de asistencia a los tomadores de créditos, ya que, si hubiese un mercado para el crédito a medio y largo plazo en el país, los tipos de interés pertinentes serían, con toda probabilidad, mucho más altos que los fijados actualmente para el crédito oficial.

Marco jurídico y normativo

135. Los servicios bancarios y demás servicios financieros están reglamentados a nivel federal.  No se ha modificado sustancialmente el marco jurídico de la actividad bancaria desde el último Examen.  Subsisten las principales disposiciones jurídicas de reglamentación del sector bancario:  el artículo 192 de la Constitución Federal;  el artículo 52 de la Ley de Disposiciones Constitucionales Transitorias;  la Ley Nº 4.595, de 31 de diciembre de 1964;  la Ley Nº 4.728, de 14 de julio de 1965;  la Ley Nº 6.024, de 13 de marzo de 1974;  y la Resolución Nº 3.040/2002.  La mayor parte de las reglamentaciones bancarias se recopilan en el Manual de Normas e Instrucciones del Banco Central del Brasil, constantemente actualizado.

136. Los bancos constituidos en sociedad en el Brasil pueden ser propiedad de capital extranjero al 100 por ciento.  Para poder tomar depósitos o efectuar préstamos en el Brasil, los bancos extranjeros deben establecerse como filiales o sucursales.  Una vez establecidos, pueden realizar las mismas actividades y están sujetos a las mismas reglamentaciones cautelares que los bancos nacionales.  Para la obtención de licencia, los nacionales y los extranjeros están sujetos a las mismas prescripciones, que establece el CMN y comprenden requisitos de capital mínimo, reglamentaciones cautelares y especificaciones relativas a las calificaciones de los administradores de la institución.  Sin embargo, los bancos extranjeros establecidos en el Brasil antes del 5 de octubre de 1988 no pueden abrir nuevas sucursales.  No es preciso que los representantes y directores de las instituciones financieras sean nacionales brasileños, pero deben residir en el Brasil.

137. La presencia comercial de las instituciones financieras o instituciones similares que tengan su oficina principal en el extranjero se rige por la Resolución Nº 2.592, de 25 de febrero de 1999, y sus disposiciones complementarias.  La representación en el Brasil de una institución financiera que tenga su oficina principal en el extranjero requiere la autorización previa del Banco Central del Brasil y sólo puede ser desempeñada por personas físicas o jurídicas residentes en el Brasil.  Las oficinas de representantes no pueden tomar depósitos o llevar a cabo otras transacciones comerciales.  No se permite el suministro transfronterizo de servicios bancarios.  En el Brasil no hay disposiciones legales sobre consumo en el extranjero de servicios bancarios.

138. Los bancos privados y públicos deben participar en el Sistema Nacional de Crédito Rural (SNCR), reglamentado por el CMN con el objetivo de asegurar a los agricultores la provisión de fondos, tanto de origen público como privado.  El CMN fija los tipos de interés de esos créditos.  Los bancos deben reservar el 25 por ciento de sus depósitos a la vista (denominados recursos obligatorios) para créditos al sector agrícola;  si lo prefieren, pueden optar por depositar en el Banco Central como reserva obligatoria (exigibilidades) el 25 por ciento de sus depósitos a la vista a un tipo de interés nulo.  En 2008, estaban sujetas a las exigibilidades del crédito rural 118 instituciones financieras (bancos y cooperativas).

139. El crédito rural basado en "recursos obligatorios" se otorga a un tipo de interés anual del 6,75 por ciento, con límites que varían en función del cultivo o del tipo de actividad (véase la sección 2) supra).  La razón de ser de ese crédito obligatorio es promover las inversiones, facilitar la financiación de la producción y mejorar la productividad del sector agrícola.  El crédito agrícola tiene su fundamento jurídico en la Ley Nº 4.829, de 5 de noviembre de 1965;  la Ley Nº 8.171, de 17 de enero de 1991, con sus modificaciones, las más recientes introducidas mediante la Ley Nº 11.718, de 20 de junio de 2008;  y la Resolución 3.556 del CMN, de 27 de marzo de 2008.
  En el Manual de Crédito Rural del Banco Central figura el reglamento sobre crédito agrícola.

140. Desde el 31 de diciembre de 1999, los bancos deben ajustar sus sistemas de control interno a los Principios de Basilea, con arreglo a lo dispuesto en la Resolución Nº 2.554 del CMN, de 24 de septiembre de 1998.  Los requisitos cautelares, que son idénticos para los bancos nacionales y extranjeros, se ajustaron al alza en 2001 y 2002 y se actualizaron para adaptarlos al criterio normalizado simplificado de Basilea II en 2007.  Los requisitos de suficiencia de capital, que varían en función del tipo de institución financiera y suelen ser más estrictos que los establecidos en los Principios de Basilea (8 por ciento), son los siguientes:  11 por ciento para los bancos;  y 13 por ciento, 15 por ciento o 17 por ciento para las cooperativas de crédito, dependiendo de su tamaño y estructura.  La Resolución Nº 3.490 del CMN, de 29 de agosto de 2007, introdujo nuevas normas para el cálculo de los requisitos de capital de referencia (PRE) de conformidad con las normas de Basilea II.  Las nuevas disposiciones entraron en vigor el 1º de julio de 2008.  Se prevé que los cambios introducidos mejoren la capacidad de las autoridades para evaluar el riesgo, en consonancia con las normas de Basilea II.

141. Las autoridades han indicado que la aplicación de las normas de Basilea II ha ido precedida de varios elementos de reglamentación cautelar que van más allá de esa aplicación.  Entre ellos figuran controles internos y prescripciones generales sobre gestión del riesgo y límites al riesgo  de los usuarios.  Desde 1999 se ha aplicado una reglamentación cautelar sobre provisiones para créditos fallidos, basada en la estimación de solvencia de los prestatarios y las transacciones interiores;  y, desde 2000, se mantienen en vigor directrices para la gestión del riesgo de liquidez, con inclusión de planes de emergencia y pruebas de tensión.  En 2008, el Banco Central publicó la Circular Nº 3.393/2008, en la que se pide más información sobre la gestión de la liquidez a las instituciones supervisadas.

142. El Brasil ha suscrito acuerdos de intercambio de información con las autoridades de supervisión financiera de la Argentina, Alemania, México, el Panamá, Paraguay, Portugal, España, los Estados Unidos, las Bahamas y las Islas Caimán, y estudia la posibilidad de suscribir un acuerdo con Corea.  Asimismo, mantiene acuerdos informales con los Países Bajos y el Reino Unido.

c)
Seguros
143. Según las estimaciones, las actividades relacionadas con los seguros representan el 3,3 por ciento del PIB.  En 2007, el valor total de mercado de las primas, los ingresos de planes de inversiones y los ingresos procedentes de las cotizaciones de los planes de pensión privados abiertos fue de unos 84.200 millones de reales (aproximadamente, 50.000 millones de dólares EE.UU.).
  En diciembre de 2007, las primas alcanzaron un valor total de 66.500 millones de reales, de los que el 59,6 por ciento correspondieron a seguros de vida y enfermedad, el 25,3 por ciento a seguros de vehículos automóviles, y el resto a seguros contra incendios, de transporte y contra otros riesgos.  En julio de 2008 había unas 131 compañías de seguros (de las que 14 eran compañías de seguros de enfermedad).  Asimismo, había 17 compañías de planes de inversiones y 29 sociedades de fondos de pensiones privados abiertos.

144. La situación del mercado de reaseguros brasileño cambió sustancialmente durante el período objeto de examen.  Actualmente (agosto de 2008) ejercen su actividad 21 sociedades de reaseguros, de las que 3 son locales, 10 autorizadas y 8 ocasionales;  todas ellas recibieron autorización para desempeñar su actividad en 2008.
  Hasta 2007, IRB-Brasil Reaseguros fue el único proveedor de reaseguros en el Brasil.

145. El sistema nacional de seguros del Brasil (SNSP) está integrado por el Consejo Nacional de Seguros Privados (CNSP), la Superintendencia de Seguros Privados (SUSEP), el Instituto de Reaseguros del Brasil (IRB BRASIL Re), las sociedades de seguros privadas y los agentes autorizados.  El CNSP es el principal órgano responsable de establecer las políticas para la rama de los seguros privados, en particular de determinar las características de los diferentes contratos de seguros y reglamentar el sistema nacional de seguros.  La SUSEP, entidad autónoma integrada en la estructura orgánica del Ministerio de Hacienda, se encarga de controlar y supervisar las actividades de seguros, reaseguros y fondos de pensiones privados abiertos y las operaciones de capitalización (planes de inversiones).  La SUSEP ejecuta las políticas del CNSP.  La Agencia Nacional de Salud (ANS), incluida en el organigrama del Ministerio de Sanidad, supervisa las actividades de los seguros de enfermedad.

146. El régimen de los servicios de seguros se rige en el Brasil por el Decreto Ley Nº 73, de 21 de noviembre de 1966, y sus modificaciones, introducidas por el Decreto Nº 60.459, de 13 de marzo de 1967;  la Ley Nº 261, de 28 de febrero de 1967;  la Ley Nº 10.190, de 14 de febrero de 2001, la Ley Complementaria Nº 109, de 29 de mayo de 2001 y la Ley Complementaria Nº 126, de 15 de enero de 2007.  Las resoluciones del CNSP y las Circulares de la SUSEP regulan las actividades cotidianas del sector.  Las compañías de seguros que sólo proporcionan seguros de salud están sujetas a la reglamentación de la ANS.

147. La Ley Complementaria Nº 126, de 15 de enero de 2007, contiene disposiciones sobre reaseguros, operaciones de coaseguro, suministro transfronterizo de servicios de seguros, y operaciones en divisas.
  En virtud de esa Ley se modificó la legislación brasileña para permitir la realización de operaciones de seguros y reaseguros en divisas.  Aunque los riesgos que tengan lugar en el Brasil deberán ser cubiertos por seguros suscritos en el país, la Ley prevé algunas excepciones y permite a las personas físicas o jurídicas residentes en el Brasil tomar seguros en el extranjero en los casos siguientes:  cuando se trate de cubrir riesgos para los que no exista cobertura de seguros en el Brasil, siempre que se respete la legislación vigente;  para cubrir riesgos en el extranjero, si el asegurado es una persona física residente en el Brasil y las condiciones del contrato de seguro se limitan exclusivamente al período en el que esa persona esté en el extranjero;  para tomar pólizas de seguros que estén sujetas a acuerdos internacionales ratificados por el Congreso Nacional;  y en el caso de seguros contratados en el extranjero antes de la fecha de publicación de la Ley Complementaria.  La Ley permite a las personas jurídicas brasileñas tomar seguros en el extranjero para cubrir riesgos en el extranjero, siempre que se curse la oportuna notificación a la SUSEP.

148. Hasta la entrada en vigor de la Ley Complementaria Nº 126, el suministro transfronterizo de servicios de seguros no estaba permitido, salvo en caso de que no hubiese cobertura en el país y el IRB autorizase ese suministro, o en caso de que el riesgo se considerase contrario a los intereses nacionales o de que el seguro cubriese a buques inscritos en el Registro Especial Brasileño (REB), y siempre que el precio de la prima fuese más bajo fuera del Brasil.

149. Las compañías de seguros no están facultadas para realizar otras actividades financieras, pero no tienen que especializarse en determinada línea de seguros, y pueden ser mixtas (compañías de seguros de vida y de otros tipos de seguros);  las únicas excepciones se aplican a las compañías de seguros de crédito para la exportación, que deben ser especializadas;  las compañías de seguros de vida autorizadas para operar en fondos de pensión abiertos;  las compañías de seguros de salud;  y las compañías de reaseguros.  Las compañías de seguros extranjeras que otorgan seguros de cualquier tipo, excepto reaseguros, tienen que constituirse de conformidad con la legislación brasileña en la forma de sociedades anónimas.

150. El establecimiento de una compañía extranjera de seguros de vida o distintos de los de vida está sujeto a la aprobación previa de la SUSEP, seguida de un Decreto del Ministerio de Hacienda.  La SUSEP concede directamente las autorizaciones para el desempeño de la actividad.  Las compañías extranjeras autorizadas para efectuar operaciones en el Brasil se benefician de trato nacional.

151. De conformidad con la Resolución Nº 73/2002 del CNSP, modificada por la Resolución Nº 178/2007 del CNSP, los requisitos de capital mínimo varían en función de la región en que se ejerza la actividad, el modelo interno de gestión del riesgo de la compañía y el tipo de actividad.
  No existen obstáculos al comercio interno de servicios de seguros, siempre que la compañía cumpla esos requisitos de capital mínimo.

152. Los corredores de seguros deben registrarse en la SUSEP.  Sólo se requiere aprobación previa para los que deseen vender seguros distintos de los de vida.  La SUSEP puede prohibir la comercialización de cualquier producto considerado incompatible con el marco regulatorio del sector o disposiciones específicas del mismo o que se considere técnicamente no factible o mal estructurado.  Los productos de seguros de vida que ofrecen ahorros a largo plazo y anualidades, planes de capitalización y productos de pensiones abiertos requieren la previa aprobación de la SUSEP;  otros productos nuevos de seguros no requieren la aprobación previa de la SUSEP, pero deben notificarse.

153. La Ley Suplementaria Nº 126, de 15 de enero de 2007, introdujo cambios significativos en la actividad de los reaseguros, y abrió el subsector a las compañías privadas de reaseguros, incluidas las de propiedad extranjera o con sede en el extranjero.  De conformidad con esa Ley, las actividades de reaseguro y retrocesión pueden ser llevadas a cabo por reaseguradores locales (establecidos como sociedades con el único objetivo de realizar operaciones de reaseguro y retrocesión);  reaseguradores autorizados (con sede en el extranjero y oficina de representación en el Brasil, registrada en la SUSEP como proveedora de servicios de reaseguro y retrocesión);  o reaseguradores eventuales (compañías extranjeras de reaseguros con sede en el extranjero y sin oficina de representación en el Brasil, registradas como tales en la SUSEP).

d)
Valores mobiliarios
154. Tras la fusión de las bolsas de valores y futuros del Brasil, la Bolsa de Valores de São Paulo (BM&F BOVESPA) es el único órgano bursátil brasileño.  La BM&F BOVESPA es la mayor bolsa de valores de América Latina;  en julio de 2008 se cotizaban en ella 397 compañías, cuyo valor de mercado ascendía a 2,14 billones de reales (1,37 billones de dólares EE.UU.).
  Esa cantidad equivale, aproximadamente, al 90 por ciento del PIB brasileño.

155. La Comisión de Valores Mobiliarios (CVM), entidad estatal independiente integrada en la estructura orgánica del Ministerio de Hacienda, se encarga de supervisar los mercados de valores del Brasil, a excepción de los bonos del Estado y los bonos de entidades privadas, cuya reglamentación es competencia del Banco Central.  La CVM está facultada para promulgar normas complementarias de las leyes y de las resoluciones del CMN, con inclusión de instrucciones y resultados de deliberaciones.
 Las bolsas de valores y demás asociaciones mercantiles son instituciones de reglamentación autónoma y se consideran entidades auxiliares de la CVM.

156. Las principales leyes por las que se rige el mercado de valores son la Ley Nº 6.385/76, modificada (Ley de Valores);  y la Ley Nº 6.404/76 (Ley de Sociedades).  Esas dos leyes fueron modificadas por la Ley Nº 10.303, de 31 de octubre de 2001, y la Ley Nº 10.411, de 26 de febrero de 2002, especialmente en lo relativo a los derechos del accionariado minoritario.  La Ley Nº 11.638, de 28 de diciembre de 2007, introdujo nuevas modificaciones, en particular relativas a la divulgación pública de estados de cuentas.

157. El registro en la CVM y la autorización de ésta son indispensables para la colocación de emisiones de valores en el mercado;  la compra de títulos para su reventa;  la intermediación o el corretaje en operaciones relacionadas con valores;  y la compensación y liquidación de tales operaciones.  Fuera de la Bolsa, sólo los agentes autorizados y registrados en la CVM pueden participar en actividades de mediación o corretaje relacionadas con valores.  Los emisores de valores distribuidos públicamente deben estar constituidos en sociedad en el Brasil como compañías de participación general.

158. La Resolución Nº 2.689/2000 permite a los inversores extranjeros acceder a todos los productos de inversión puestos a disposición de los inversores nacionales, con inclusión de contratos a término, de futuros y de opciones respecto de los productos agrícolas.
  Los fondos introducidos en el Brasil con arreglo a la Resolución Nº 2.689/2000 deben declararse y registrarse en el Banco Central.  Las entidades extranjeras pueden realizar inversiones en los mercados de capitales brasileños a través de sociedades de inversiones autorizadas o mediante certificados de depósito.
  Los inversores a título individual no residentes deben nombrar como representante a un residente brasileño encargado de los procedimientos de registro en el Banco Central y la CVM.  La transferencia al extranjero de posiciones de custodia entre inversores no residentes sólo se permite en caso de procesos de fusión, constitución de sociedades, transferencia de activos a cambio de acciones y otras reestructuraciones de sociedades, o sucesiones hereditarias, y requiere autorización previa de la CVM.  Los inversores no residentes no están facultados para adquirir o vender valores de compañías que cotizan en bolsa entre mercados extrabursátiles no organizados u organizados por entidades no autorizadas por la CVM.  Los inversores extranjeros reciben trato fiscal nacional en relación con sus operaciones en los mercados financieros y de capitales.  Sin embargo, en algunos casos, se benefician de un trato fiscal más favorable  que los nacionales  en relación con esas operaciones.

iii) Telecomunicaciones

159. El Brasil participó en las negociaciones de la OMC sobre telecomunicaciones básicas, pero no ratificó el Cuarto Protocolo ni asumió compromisos específicos sobre esa materia en el marco del AGCS.  El Poder Ejecutivo está facultado para limitar la nueva participación extranjera en el sector de las telecomunicaciones.  Sin embargo, en la práctica, cualquier empresa establecida en el Brasil, con independencia del origen del capital, ha podido participar en el sector.  La participación extranjera en servicios de televisión por cable de pago está limitada al 49 por ciento de las acciones con derecho a voto.  En determinados casos se da prioridad a la utilización de satélites brasileños respecto de los satélites extranjeros.  La estructura normativa del sector de las telecomunicaciones del Brasil se basa en la mejor práctica internacional, y, durante el período objeto de examen, las autoridades han tratado de mejorar esa estructura mediante la introducción de cambios en esferas tales como la facturación y la fijación de precios, las tarifas de interconexión, la portabilidad de números, y las metas del servicio universal.  El fortalecimiento del organismo de reglamentación consolidará ese proceso de mejoras.

a)
Estructura y evolución del mercado
160. Durante el período objeto de examen se incrementaron los ingresos procedentes de los servicios de telecomunicaciones y de radiodifusión, en particular  los de transmisión de datos, hasta alcanzar un valor total de 141.000 millones de reales (78.000 millones de dólares EE.UU.) en 2007.
  La contribución del sector al PIB se mantuvo constante en el 3,3 por ciento.
  En 2007, las inversiones de las principales empresas del sector en servicios de telefonía fija y móvil aumentaron hasta 11.200 millones de reales
, cantidad inferior al promedio de inversiones anuales por valor de 14.600 millones de reales (8.100 millones de dólares EE.UU.) registrado durante el período 2004‑2007.

161. El número total de líneas de telefonía fija en servicio se ha mantenido más bien constante;  en marzo de 2008, la teledensidad de líneas fijas era de 21,5 líneas por 100 habitantes.  En cambio, el mercado de la telefonía móvil ha seguido creciendo con rapidez:  el número de líneas de telefonía móvil casi se triplicó, y su coeficiente de penetración llegó a 69,5 líneas por 100 habitantes en junio de 2008;  aproximadamente el 81 por ciento de las líneas eran de prepago.  A diferencia de años anteriores, la expansión de la telefonía móvil fue significativa en todas las regiones.  En 2007, el número de usuarios de Internet se estimaba en 45 millones, y había 7,7 millones de conexiones de banda ancha (es decir, 4,2 conexiones por 100 habitantes).
  En septiembre de 2008 había 6,5 millones de abonados a servicios de televisión de pago (o lo que es lo mismo, 3,2 abonos por 100 habitantes) de los que el 60 por ciento aproximadamente recibían el servicio por cable.

162. Las estimaciones disponibles indican que, si bien el promedio de los precios nominales de los servicios de telefonía local fija no cambió entre 2004 y 2007, el precio medio por minuto de las comunicaciones de telefonía móvil y el precio de los servicios de banda ancha parecen haber descendido.
  El precio del abono básico de servicios de televisión de pago aumentó aproximadamente en el 20 por ciento durante el período 2004-2007.

163. Durante ese período, la calidad de los servicios de telefonía fija y móvil del Brasil mejoró, pero sigue siendo relativamente baja en determinadas zonas, particularmente en lo que respecta a los porcentajes de terminación de las llamadas y la disponibilidad de servicios de apoyo a los clientes.
  A finales de 2008, el Gobierno aplica un procedimiento establecido en julio de 2005 para la recopilación y publicación de datos sobre calidad de los servicios de televisión de pago.

164. El sector de las telecomunicaciones del Brasil se privatizó en 1998, y se liberalizó nuevamente en el período 2001-2002.
  Para promover la competencia, el territorio brasileño se dividió en regiones geográficas de acuerdo con el tipo de servicio suministrado.  En cada región, la legislación estableció un duopolio entre el monopolio estatal privatizado y una empresa "reflejo" en el caso de la telefonía fija, y entre dos empresas autorizadas en el caso de la telefonía móvil.

165. El período de transición previsto para la liberalización del mercado de la telefonía fija finalizó en 2002.  Desde entonces, se han concedido nuevas autorizaciones para el suministro de servicios de telefonía local fija, nacional e internacional de larga distancia, de los que el 39 por ciento estaban funcionando al final de 2008.  La mayor parte de las nuevas empresas optaron por utilizar tecnología de "voz sobre protocolo de Internet" (VoIP).
  La liberalización permitió también la fusión horizontal, y cuatro importantes sociedades holding adquirieron otras empresas en los cuatro principales mercados de servicios de telecomunicaciones.
  Por otra parte, a comienzos de 2008, una sociedad holding controlada por brasileños (Telemar/Oi), que posee una empresa de telefonía fija, anunció la adquisición de otra ya establecida (Brasil Telecom) de una región distinta (véase infra).  El Estado mantiene una presencia estratégica en Telemar/Oi a través del BNDES y los fondos de pensión de empresas estatales.

166. En el anterior Examen del Brasil se observó que la liberalización había contribuido a aumentar la competencia en el sector, tendencia que parece haber continuado durante el período 2004‑2008.  Aunque las empresas ya establecidas siguen controlando más del 90 por ciento de las líneas fijas en servicio, al igual que en otros países, parece existir una fuerte tendencia a la sustitución de la telefonía fija, que se enfrenta a la competencia cada vez mayor de la telefonía móvil.
  A mediados de 2008 había de tres a cinco proveedores de servicios de telefonía móvil que competían en las distintas regiones geográficas.
  Además, con la llegada del suministro de acceso a Internet por empresas de televisión de pago hay más competencia en el mercado de banda ancha.

b)
Marco normativo
167. La Secretaría de Telecomunicaciones, perteneciente al Ministerio de Comunicaciones (MC), formula la política del sector.  Los principales objetivos de esa política son los siguientes:  suministrar servicios de telecomunicaciones a tarifas y precios asequibles;  dar cobertura de servicio universal;  fomentar la competencia;  y promover el desarrollo del sector de acuerdo con los objetivos de desarrollo social del país.

168. El principal organismo de reglamentación del sector es la Agencia Nacional de Telecomunicaciones (ANATEL), que se encarga de regular y poner en práctica todos los aspectos de los servicios de telecomunicaciones en el Brasil.  La ANATEL es un organismo de reglamentación independiente a nivel administrativo y autónomo en lo financiero cuyo mandato consiste en aplicar las políticas nacionales establecidas por el MC.
  La legislación establece que la ANATEL está facultada para intervenir en los casos de infracción de las normas sobre competencia en los que no sea competente el Consejo Administrativo de Defensa Económica (CADE);  en los demás casos, la ANATEL deriva las posibles infracciones hacia el CADE (véase el capítulo III 4) ii)).

169. En un reciente estudio, la OCDE ha señalado que, aunque la estructura normativa brasileña se basa en la mejor práctica internacional en general, lo que constituye un "indicio del compromiso del país con las políticas abiertas de comercio e inversión", se necesitan más medidas reglamentarias "para impedir y subsanar la congestión del mercado, facilitar el acceso universal en el contexto de las modernas tecnologías e integrar mejor la perspectiva de los consumidores."
  A ese respecto, la OCDE indica que la capacidad de la ANATEL para cumplir sus objetivos establecidos se ha visto menoscabada por medidas que han reducido drásticamente su presupuesto real.  Además, el retraso en el nombramiento de uno de sus cinco directores ejecutivos ha dificultado la actividad normativa de la ANATEL, ya que, por ley, todas sus decisiones (incluida la aprobación de nuevas reglamentaciones) deben aprobarse por mayoría absoluta de la junta directiva.

170. El sector se rige básicamente por la Ley Nº 9.472, de 16 de julio de 1997 (Ley General de Telecomunicaciones, LGT), que comprende todos los servicios de telecomunicaciones (pero no los servicios audiovisuales).  La LGT faculta al Poder Ejecutivo para limitar la participación extranjera en el sector de las telecomunicaciones, al tiempo que, en virtud del Decreto 2.617, de 1998, sólo pueden otorgarse concesiones y autorizaciones a las empresas establecidas en el Brasil con arreglo a las leyes nacionales.  Sin embargo, la legislación vigente no establece distinción entre capital extranjero y nacional.  En cambio, sólo pueden suministrar servicios de televisión de pago por cable las empresas establecidas en el Brasil y cuyo capital pertenezca, en proporción no inferior al 51 por ciento, a brasileños o extranjeros que hayan tenido ciudadanía brasileña durante los 10 años inmediatamente anteriores.
  Esas disposiciones no se aplican a los servicios de televisión de pago suministrados mediante sistemas de distribución multipunto multicanal (MMDS) o tecnologías de televisión directa por satélite (DTH).

171. En el Plan General de Concesiones de octubre de 2008, la ANATEL modificó las disciplinas sobre concentración del mercado, entre otras cosas, para que las empresas de telecomunicaciones puedan tener concesiones de telefonía fija en más de una región.
  Las modificaciones se aprobaron mediante el Decreto Presidencial Nº 6.654, de 20 de noviembre de 2008, y pondrán en conformidad con la reglamentación la adquisición de Brasil Telecom por Telemar/Oi (véase supra).

172. El régimen de concesiones (público) se aplica a las empresas ya establecidas de explotación de servicios de telefonía fija, al tiempo que se han concedido autorizaciones (régimen privado) a nuevas empresas.  En general, las concesiones están sujetas a requisitos más estrictos que las autorizaciones (por ejemplo, en lo que respecta a los requisitos de servicio universal y los controles de los precios).  En enero de 2006 se renovaron todas las concesiones para un plazo de 20 años.  No existe límite al número de nuevas autorizaciones que pueden otorgarse por regiones o en conjunto del país.  A partir de 2005, las autorizaciones para servicios de larga distancia pueden obtenerse separadamente de las autorizaciones para servicios locales, y se han suprimido los requisitos de cobertura.  Se conceden permisos para servicios temporales en "situaciones excepcionales".

173. El suministro de servicios de telefonía móvil está sujeto a una autorización que da derecho a utilizar determinada frecuencia del espectro electromagnético en una región concreta.  La ANATEL subasta las autorizaciones y decide el número de frecuencias competidoras que deben concederse en cada región.  También se requiere autorización para el suministro de servicios de radiodifusión mediante MMDS y DTH, mientras que se requiere una concesión para el suministro de servicios de televisión por cable de pago.

174. Los servicios de valor añadido no se consideran servicios de telecomunicaciones per se;  y los proveedores de esos servicios son tratados como "usuarios de servicios de telecomunicaciones".  Sin embargo, el suministro de servicios de valor añadido debe acompañarse de un servicio de telecomunicaciones reglamentado por la ANATEL;  por ejemplo, el suministro de servicios de banda ancha requiere una autorización para el servicio de telecomunicaciones que hace posible la conexión, con independencia de la tecnología que se utilice.

175. No existe una normativa específica sobre servicios VoIP.  La ANATEL ha indicado que la reglamentación brasileña en general no hace distinción entre tecnologías, y que el sistema VoIP se trata como servicio de telefonía vocal.
  Los servicios VoIP que permiten la comunicación entre cualesquiera terminales (es decir, proveedores que utilizan redes de telecomunicaciones públicas) requieren autorización para el servicio conexo, mientras que los servicios de otro tipo (por ejemplo, de comunicación entre computadoras únicamente) no requieren tal autorización.

176. La reventa de servicios de telecomunicaciones no está prevista en la legislación, ni se realiza en la práctica.  Sin embargo, las autoridades han indicado que la ANATEL tiene previsto adoptar un reglamento para autorizar la reventa de servicios de telecomunicaciones.  Las redes privadas no requieren ningún tipo de autorización.

177. La LGT faculta a la ANATEL para controlar el precio de los servicios de telefonía fija suministrados en el marco de una concesión (régimen público), lo que, en la práctica, afecta sólo a las empresas establecidas.  Si la ANATEL considera que el mercado es competitivo tres años después del inicio de una concesión, puede permitir que los concesionarios establezcan libremente sus precios.  Las llamadas nacionales a larga distancia están sujetas a una matriz de precios que combina criterios de distancia y tramo horario, y los precios de las llamadas internacionales dependen del país al que se dirijan, y también del tramo horario.
  A mediados de 2007, con objeto de mejorar la transparencia, se pidió a todas las empresas de explotación de servicios de telecomunicaciones que cambiasen el método de facturación de las llamadas fijas para pasar de impulsos a minutos.

178. Para asegurar que las empresas no tengan beneficios superiores a lo normal se utiliza una fórmula basada en un tope de precios para ajustar los precios de los proveedores de telefonía fija y móvil.  Hasta diciembre de 2005, el ajuste dependía del índice general de precios-oferta interna (IGP‑DI) y de un factor de productividad.  En enero de 2006 se introdujo un nuevo método (el índice de servicios de telecomunicaciones) para mejorar la exactitud del factor de productividad y reducir el peso específico del IGP-DI mediante la inclusión de otros ocho índices de precios.
  La indización de los precios de los servicios de telecomunicaciones ha sido objeto de críticas, debido a su carácter inflacionario (véase el capítulo I 4)).

179. Los proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones, tal como se definen en la LGT, tienen el derecho y la obligación de negociar las condiciones de interconexión con las demás empresas para el suministro de servicios públicos de telecomunicaciones.  La reglamentación sobre interconexiones prohíbe las subvenciones cruzadas, los descuentos especiales y las demás prácticas anticompetitivas.
  La ANATEL establece los precios de las interconexiones fijas, mientras que las partes negocian libremente los precios de las interconexiones móviles, aunque deben notificarlos a la ANATEL.  Los precios de interconexión aplicados por las empresas con poder de mercado significativo (según la determinación de la ANATEL
) están sujetas a un tope de precios;  en 2007 se introdujo una nueva metodología basada en los costos para calcular los precios máximos, pero aún no ha entrado en vigor.  En la práctica, casi todos los precios de interconexión se fijan al límite máximo.

180. Si, 60 días después de haber solicitado la interconexión, las partes no han llegado a un acuerdo, cualquiera de ellas puede solicitar el arbitraje de la ANATEL.  La legislación establece un procedimiento de recurso administrativo que pueden utilizar las partes implicadas, pero no fija un plazo máximo para el proceso de arbitraje.  Se presentaron 27 solicitudes de arbitraje en 2004, 22 en 2005, 36 en 2006, y 6 en 2007.  El proceso no exime a las partes de las obligaciones de interconexión ya convenidas.  Durante el período 2004-2007, la ANATEL impuso varias multas a las partes que no cumplieron la reglamentación sobre interconexiones o las obligaciones contractuales.

181. En la LGT se reconoce el derecho de desagregación del bucle local (LLU);  a finales de 2008, la ANATEL tomaba medidas para promulgar el reglamento de aplicación.  Para conectar la "última mirilla" puede utilizarse tecnología WiMax como alternativa a la LLU de redes fijas, aunque la ANATEL no ha iniciado aún el proceso de concesión de las radiofrecuencias respectivas.

182. La ANATEL aprobó la portabilidad de los números en marzo de 2007.
  Mediante el pago de una cantidad, los abonados a servicios de telefonía tanto fija como móvil podrán conservar sus números cuando cambien de proveedor;  la puesta en práctica quedara ultimada entre agosto de 2008 y marzo de 2009, dependiendo de la región.

183. Cuando las condiciones económicas y técnicas son equivalentes, se da prioridad a la utilización de satélites brasileños frente a los extranjeros, excepto en el caso de los servicios de televisión de pago.  Los extranjeros están sujetos a algunas restricciones respecto del lanzamiento y la puesta en órbita de satélites.
  Durante el período objeto de examen no se introdujeron cambios normativos significativos al respecto.

184. Las empresas de explotación de servicios de telecomunicaciones beneficiarias de una concesión (régimen público) están obligadas a suministrar servicio universal e ininterrumpido.
  En 2007, la ANATEL hizo público un nuevo Plan General de Servicio Universal (PGMU)
, que sustituyó los objetivos de instalación de teléfonos públicos por objetivos de ampliación de los servicios de banda ancha.  El nuevo PGMU estableció que, para diciembre de 2010, las empresas del sector tendrán que proporcionar colectivamente acceso a Internet de banda ancha a todos los municipios brasileños y unas 3.000 localidades más.  Para complementar los esfuerzos de universalización se creó el Fondo de Universalización de los Servicios de Telecomunicaciones (FUST), financiado, entre otros, con cargo al presupuesto federal y mediante cotizaciones obligatorias de las empresas de telecomunicaciones.  A comienzos de 2008, el Fondo reunía unos 6.000 millones de reales (3.300 millones de dólares EE.UU.).

185. Desde 2000 se mantiene un Fondo de Desarrollo de Tecnología de las Telecomunicaciones (FUNTTEL), destinado a promover las actividades de investigación y desarrollo del sector.  En mayo de 2008, el FUNTTEL totalizaba  unos 27 millones de dólares EE.UU. (véase el capítulo III 4) iv)).

iv) Transporte aéreo

186. Durante el período objeto de examen, el sector de la aviación comercial del Brasil siguió teniendo problemas.  La concentración del mercado continúa siendo elevada y, en 2007, dos compañías controlaban el 92 por ciento del mercado nacional de pasajeros.  Esa situación puede deberse en parte al requisito de que sólo las empresas gestionadas por brasileños y en las que el 80 por ciento de los derechos de voto correspondan a brasileños pueden suministrar servicios de transporte aéreo nacional.  El Estado es propietario de todos los grandes aeropuertos y se encarga de su explotación.  Además, a pesar de las revisiones introducidas en ellos para hacerlos más flexibles, los acuerdos bilaterales sobre transporte aéreo suscritos por el Brasil establecen condiciones relativamente estrictas para el suministro de servicios.  Por consiguiente, los consumidores saldrían beneficiados si se adoptasen medidas para promover una mayor competencia y calidad de los servicios, incluida la atenuación de las vigentes restricciones a la inversión extranjera.

a)
Características principales
187. Durante el período 2004-2007, el tráfico de pasajeros en vuelos regulares nacionales (expresado en asientos por kilómetro de vuelo) aumentó en el 53 por ciento, impulsado por el fuerte crecimiento económico.  La capacidad de los aeropuertos también se amplió, aunque a un ritmo más lento que la demanda.  El sector del transporte aéreo resultó seriamente afectado por los accidentes de tráfico aéreo, las repetidas huelgas de los controladores de tráfico aéreo, las cancelaciones de vuelos y la sustitución de las autoridades de aviación.  Como promedio, en 2007 tuvieron retrasos de 15 minutos o más casi el 40 por ciento de los vuelos nacionales (10 por ciento en 2006), y retrasos de 30 minutos o más el 37 por ciento de los vuelos internacionales de las compañías aéreas brasileñas (11 por ciento en 2006).

188. La quiebra de Varig, una de las principales compañías aéreas del Brasil, en 2006 contribuyó significativamente al descenso, en el 31 por ciento entre 2004 y 2007, del tráfico de pasajeros de líneas regulares internacionales.  La filial de vuelos comerciales de pasajeros fue adquirida por Gol Airlines, que, junto con TAM, controlaba el 92 por ciento del mercado nacional de pasajeros en 2007.  El mismo año, las compañías extranjeras realizaban el 71 por ciento, aproximadamente, del tráfico internacional de pasajeros, y las compañías brasileñas el 29 por ciento restante.

189. En 2007 se transportó como carga aérea algo más del 12,7 por ciento del comercio brasileño, expresado en valor.  Entre 2004 y 2007, el volumen de las cargas aéreas internacionales se incrementó en el 135 por ciento, medido como peso neto de mercancías transportadas.
  El 70 por ciento de las cargas internacionales totales del país (en volumen) se gestionan en las terminales de carga de dos aeropuertos de la zona metropolitana de Sao Paulo.  En 2007, las compañías extranjeras poseían el 62 por ciento del mercado de carga aérea internacional, y las compañías establecidas en el Brasil, el 38 por ciento;  las dos principales compañías de transporte de carga aérea establecidas en el Brasil son de propiedad parcialmente extranjera.

190. En el Brasil hay 2.498 aeropuertos y pistas de aterrizaje, de los que 1.759 son privados y 739 estatales.
  La Empresa Brasileña de Infraestructura de Aeropuertos (INFRAERO)  se encarga de la explotación y administración de los  67 mayores aeropuertos  de servicios públicos  y de 80 estaciones de apoyo a la navegación aérea.  En 2007, los aeropuertos gestionados por la INFRAERO representaron el 97 por ciento del transporte aéreo regular en el Brasil, equivalente a 1,9 millones de despegues y aterrizajes y el transporte de unos 110 millones de pasajeros (con un incremento del 54 por ciento respecto de 2003) y 1,3 millones de toneladas de carga (8 por ciento más que en 2003).

191. La INFRAERO es una empresa pública de derecho privado dependiente del Ministerio de Defensa.  Se financia con las tasas aplicadas a sus servicios.  Los aeropuertos administrados por la INFRAERO pertenecen al Gobierno federal en exclusiva o en asociación con los estados y los municipios.

192. El Ministerio de Defensa es el responsable en última instancia de la aplicación de la política de aviación civil.
  El Consejo de Aviación Civil (CONAC), presidido por el Ministro de Defensa, se encarga de asesorar al Presidente en lo que respecta a la formulación de la política de aviación civil
;  también establece directrices para la participación del Brasil en convenios, acuerdos y tratados internacionales sobre aviación civil.

193. En marzo de 2006, la Agencia Nacional de Aviación Civil (ANAC) sustituyó al Departamento de Aviación Civil (DAC).
  A diferencia del DAC, que dependía del Ministerio de Defensa, la ANAC es un órgano independiente que forma parte de la estructura orgánica de ese Misterio.  La ANAC tiene prácticamente las mismas responsabilidades que el DAC:  reglamentar y supervisar las actividades de aviación civil, incluida la adjudicación de concesiones aeroportuarias y de permisos y concesiones para la explotación de líneas aéreas.  Asimismo, la ANAC se encarga de mantener el Registro de Aeronáutica del Brasil (RAB), en el que deben estar inscritas todas las aeronaves brasileñas.

b)
Marco jurídico
194. El Código de Aviación del Brasil de 1986, modificado, es la norma aplicable a los servicios de transporte aéreo.
  Los servicios de transporte aéreo internacional se rigen por 68 acuerdos bilaterales y cuatro memorandos de entendimiento firmados por el Brasil, de los que se hallan en vigor 49 (al final de 2008).
  Todos los acuerdos bilaterales en vigor establecen derechos de tercera y cuarta libertad, y algunos conceden también derechos de quinta o sexta libertad para el tráfico de pasajeros.  Ninguno de los acuerdos bilaterales firmados o en vigor puede considerarse acuerdo de cielos abiertos.  Sin embargo, las autoridades han indicado que el Gobierno ha propuesto acuerdos más flexibles a sus interlocutores comerciales, particularmente en América del Sur.

195. En 2007, los 20 acuerdos bilaterales del Brasil más importantes en lo que respecta al tráfico (cuadro IV.5) abarcaban el 97,4 por ciento del tráfico internacional de pasajeros del Brasil.  La mayor parte de esos acuerdos se han suscrito con países de América Latina y Europa, y en todos ellos se establece que las compañías aéreas designadas para el suministro de los servicios acordados deben pertenecer sustancialmente a nacionales de los países signatarios y estar efectivamente controladas por ellos, a excepción de algunos acuerdos con Estados miembros de las CE, que se han actualizado recientemente con arreglo al Reglamento EC 874/2004 de la Comisión.  Asimismo, los acuerdos contienen disposiciones sobre volumen de tráfico, frecuencia o recurrencia de los vuelos, y tipo de aeronave que puede utilizarse.  En ninguno de ellos se establecen derechos de octava libertad (cabotaje).

196. En 2008, el Brasil y los Estados Unidos decidieron mejorar su acuerdo sobre servicios aéreos, incrementando en casi el 50 por ciento el número de vuelos de pasajeros y carga y eliminando las restricciones al número de compañías aéreas que pueden prestar servicio en las rutas;  esas nuevas disposiciones se aplicarán gradualmente entre julio de 2008 y octubre de 2010.  El Brasil participa también en el Acuerdo de Fortaleza (AF) sobre servicios de transporte aéreo regional, junto con la Argentina, Bolivia, Chile, el Paraguay, el Perú y el Uruguay;  las partes están tratando de ampliar el Acuerdo a todos los países sudamericanos.
  Las disposiciones de acuerdos bilaterales sobre servicios aéreos entre las partes signatarias del AF se aplicarán únicamente si son compatibles con el propio AF.

197. El Brasil no ha consignado compromisos específicos en relación con las actividades de transporte aéreo enumeradas en el Anexo sobre Servicios de Transporte Aéreo del AGCS.
  Sin embargo, consignó compromisos específicos sobre servicios auxiliares en relación con todos los modos de transporte, con inclusión de los servicios de carga y descarga y los de almacenamiento, respecto de los cuales el Brasil se comprometió a permitir la presencia comercial sin restricciones.

198. La Resolución Nº 007/2007 del CONAC, de 20 de julio de 2007, establece las directrices para la incorporación de la aviación brasileña a los mercados internacionales.
  En ellas se indica que la expansión de los servicios de transporte aéreo debe lograrse mediante la suscripción de nuevos acuerdos internacionales sobre servicios aéreos.  Como en la reglamentación anterior, en la Resolución se clasifica la actividad internacional de las compañías aéreas brasileñas como instrumento estratégico de política comercial, y se le otorga al mismo trato fiscal y crediticio que a las actividades de exportación, por lo que puede beneficiarse de los planes de financiación de las exportaciones y otros similares (véase el capítulo III 3) iv)).

Cuadro IV.5

Datos del tráfico y características de los principales acuerdos sobre servicios de transporte aéreo del Brasil, final de 2008

	Socio (entrada en vigor)
	Derechos de tráfico
(libertades)
	Precios
	Designación múltiplea/ cooperaciónb
	Intercambio de datos estadísticosc

	Alemania (29.8.1957)
	1ª-5ª
	Doble aprobación
	Sí/Sí
	Sí

	Argentina (29.11.1966) (19.10.2006)e
	1ª-6ª
	País de origen
	Sí/Sí
	Sí

	Bolivia (10.11.1978)
	1ª-5ªd
	Doble aprobación
	Sí/No
	No

	Canadá (9.3.1990)
	1ª-6ª
	Doble aprobación
	Sí/Sí
	Sí

	Chile (3.10.1952)
	1ª-6ª
	Doble aprobación
	Sí/Sí
	Sí

	Colombia (2.7.1975)
	1ª-5ªd
	Doble aprobación
	Sí/Sí
	Sí

	España (11.3.1954)/(13.7.2007)e
	1ª-5ª
	País de origen
	Sí/Sí
	Sí

	Estados Unidos (7.2.1992)
(junio 2008)e
	1ª-5ª
	País de origen
	Sí/Sí
	No

	Francia (16.6.1967)/(13.3.2008)e
	1ª-5ª
	País de origen
	Sí/Sí
	Sí

	Italia (10.9.1952)
	1ª-6ªd
	Doble aprobación
	Sí/No
	No

	México (3.12.1970)
	1ª - 5ªd
	Doble aprobación
	Sí/Sí
	No

	Países Bajos (12.12.1977)
	1ª-5ª
	Doble aprobación
	Sí/Sí
	No

	Panamá (25.5.07)
	1ª-5ª
	País de origen
	Sí/Sí
	Sí

	Paraguay (20.5.1954)
	1ª-6ª
	País de origen
	Sí/Sí
	Sí

	Perú (21.8.1957)/(agosto 2008)e
	1ª-6ª
	Precios libres regionales/País de origen
	Sí/Sí
	No

	Portugal (4.7.1994)/(abril 2006)e
	1ª-5ªd
	Doble aprobación
	Doble designación/Sí
	Sí

	Reino Unido (31.10.1946)/(22.10.2008)e
	1ª-6ªd
	País de origen
	Sí/Sí
	No

	Sudáfrica (27.8.2001)/
(agosto 2008)e
	1ª-6ª
	País de origen
	Sí/Sí
	Sí

	Suiza (15.2.1971)/(junio 2000)e
	1ª-5ªd
	País de origen
	Sí/Sí
	Sí

	Uruguay (29.2.1972) (18.9.2008)e
	1ª-6ª
	Precios libres regionales/País de origen
	Sí/Sí
	Sí


a
Las partes pueden autorizar a varias compañías aéreas para explotar los derechos acordados.

b
Las compañías aéreas de una parte pueden firmar acuerdos de compartición de códigos u otras formas de cooperación con las compañías aéreas de las demás partes y de terceros países.

c
El acuerdo contiene una cláusula que exige el intercambio de datos estadísticos entre las autoridades.

d
La quinta libertad se limita a determinados vuelos dentro de la capacidad total.

e
Acuerdo actualizado y firmado.

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de la información en línea del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la ANAC.  Consultada en:  http://www2.mre.gov.br/dai/aereo.htm, and http://www.anac.gov.br/.

199. Sólo se otorgan concesiones para suministrar servicios de transporte de pasajeros y mercancías dentro del Brasil (cabotaje) a las compañías con sede en el Brasil, gestionadas exclusivamente por brasileños y en las que cuatro quintas partes de los derechos de voto corresponden a brasileños;  el número de acciones emitidas sin derecho a voto no puede ser más del doble que el número de acciones con derecho a voto.

200. En la Resolución Nº 002/2003 del CONAC, de 30 de octubre de 2003, se establecen directrices para la reglamentación económica de los servicios regulares de transporte aéreo en el mercado nacional.  En 2007, el CONAC revisó las directrices y encomendó a la ANAC la reglamentación del suministro de servicios públicos de transporte aéreo.

201. La legislación brasileña establece que las compañías aéreas que cubren rutas no rentables tienen derecho a una comisión equivalente al 1 por ciento de los ingresos obtenidos por las compañías aéreas nacionales mediante la venta de billetes para vuelos nacionales, aunque todo parece indicar que, en la práctica, no se percibe esa comisión.

202. Durante el período objeto de examen no se introdujeron cambios en la reglamentación de las tarifas aéreas nacionales, que las compañías aéreas brasileñas siguen fijando libremente.  Sin embargo, como norma general, las tarifas y su método de cálculo deben registrarse en la ANAC, a más tardar cinco días después del comienzo de su aplicación.  La ANAC calcula índices de tarifas de referencia, basados en el promedio de los costos de explotación del sector del transporte aéreo regular brasileño.  Las tarifas promocionales para pasajeros inferiores al 35 por ciento de la tarifa de referencia deben registrarse en la ANAC como mínimo cinco días antes del comienzo de su aplicación.

203. Conforme a la Ley Nº 10.744, de 9 de octubre de 2003, el Gobierno fderal es civilmente responsable por daños contra terceros en caso de actos terroristas o actos de guerra contra aeronaves registradas en el Brasil y explotadas comercialmente por compañías públicas brasileñas de transporte aéreo, excluidos los taxis aéreos, hasta un límite de 1.000 millones de dólares EE.UU.

204. El Código Aeronáutico brasileño establece que los aeropuertos públicos deben ser construidos, mantenidos y explotados por el Estado;  por compañías especializadas de la administración federal o subsidiarias;  a través de acuerdos con estados y ciudades;  o a través de concesiones o autorizaciones.
  No hay restricciones legales a la participación de inversores extranjeros en los aeropuertos brasileños.  Sin embargo, en la práctica, INFRAERO gestiona todos los grandes aeropuertos públicos.
  Las autoridades han indicado que el BNDES realiza estudios para la introducción de posibles cambios en el actual modelo de gestión aeroportuaria.

205. La ANAC se encarga de conceder autorizaciones para la construcción y explotación de aeropuertos y el suministro de servicios auxiliares.  Se autoriza automáticamente a las compañías aéreas extranjeras a suministrar servicios auxiliares a sus propias aeronaves en la medida en que, en su país de origen, se dispense trato de reciprocidad a las compañías aéreas brasileñas.
  Las demás compañías, nacionales o extranjeras, están obligadas a establecer una empresa en el Brasil para suministrar servicios auxiliares.

206. Las empresas nacionales y extranjeras pueden suministrar servicios de mantenimiento de aeronaves en el Brasil.  Se exige a las empresas un certificado de taller de mantenimiento brasileño, cuya obtención está sujeta al cumplimiento de varios requisitos, así como un certificado de autorización de la compañía, expedido por la ANAC.
  Las compañías aéreas brasileñas también pueden contratar servicios de mantenimiento en el extranjero.

207. La asignación de turnos de despegue y aterrizaje para los vuelos nacionales regulares de pasajeros en los aeropuertos públicos que funcionan al límite de su capacidad se rige por la Resolución Nº 2 de la ANAC, de 3 de julio de 2006.  El objetivo de la reglamentación es asegurar también turnos a disposición de los nuevos participantes, y no sólo de las compañías aéreas que tradicionalmente desempeñan su actividad en un aeropuerto concreto.  Todas las empresas que obtienen una concesión de la ANAC para explotar vuelos de pasajeros nacionales pueden solicitar turnos de despegue y aterrizaje.

208. Los servicios aeroportuarios tales como los de despegue, aterrizaje y aparcamiento de aeronaves, y de almacenamiento de la carga aérea están sujetos al derecho adicional de aeropuerto (ATAERO), aplicado a un tipo del 50 por ciento a los precios de los servicios.

209. El Departamento de Control del Espacio Aéreo (DECEA), dependiente del Comando Aeronáutico y del Ministerio de Defensa, tiene el monopolio de jure de los servicios de navegación y control del tráfico aéreo.

v) Transporte marítimo y puertos

210. En principio, sólo los buques de pabellón brasileño pueden participar en actividades de cabotaje o en el transporte de cargas de entidades públicas, de mercancías que se beneficien de programas fiscales o crediticios oficiales, y de importaciones y exportaciones de petróleo crudo y sus derivados producidos en el Brasil.  Los buques de pabellón brasileño deben ser propiedad de residentes o de empresas establecidas en el país.  El Brasil exige reciprocidad en lo que respecta a los servicios internacionales de transporte marítimo.  Asimismo, aplica un impuesto (el AFRMM) al costo del flete marítimo;  el tipo aplicado al transporte internacional es del 25 por ciento, mientras que el aplicado al cabotaje es del 10 por ciento, y las exportaciones están excluidas del impuesto.  El impuesto no se aplica a las empresas de países con los que el Brasil mantenga acuerdos al respecto.  Los ingresos procedentes del AFRMM se utilizan para financiar la industria nacional de construcción naval;  la financiación mediante esos ingresos está sujeta en algunos casos a prescripciones en materia de contenido nacional.  El Brasil recauda un derecho de faro (TUF) aplicable exclusivamente a los buques de pabellón extranjero.

211. En 2007, las exportaciones e importaciones de servicios de transporte marítimo del Brasil alcanzaron un valor de 3.300 millones de dólares EE.UU. y 5.600 millones de dólares EE.UU., respectivamente.  El déficit comercial de los servicios de transporte marítimo del Brasil se incrementó considerablemente durante el período objeto de examen, debido a la expansión del comercio internacional.

212. La flota de navegación marítima y de apoyo del Brasil comprende unas 1.100 embarcaciones, con una capacidad total de transporte de 3 millones de toneladas de peso muerto.  Los petroleros, pertenecientes todos a PETROBRAS, y los graneleros representan únicamente el 10 por ciento del número de embarcaciones, pero equivalen al 76,2 por ciento de la capacidad total.
  Según se indicó en el último Examen del Brasil, la liberalización del transporte marítimo en el decenio de 1990 dio por resultado una reducción del costo del flete marítimo, pero también la disminución de la flota mercante brasileña.  En 2008 había 216 compañías navieras brasileñas autorizadas para suministrar servicios de transporte marítimo.
  Las compañías eran de propiedad brasileña o de empresas extranjeras establecidas en el Brasil.

213. La Agencia Nacional de Transporte Acuático (ANTAQ), entidad independiente de derecho público vinculada al Ministerio de Transporte, es el órgano de reglamentación de los servicios de transporte marítimo en el Brasil.  Creada en virtud de la Ley Nº 10.233, de 5 de junio de 2001, la ANTAQ reglamenta la actividad de la Autoridad Portuaria (SPO), la infraestructura de navegación federal, las terminales de uso privado y las compañías navieras.
  La ANTAQ establece las normas para la utilización de servicios de transporte marítimo, concede subvenciones a las compañías navieras, inspecciona a las compañías navieras que desempeñan su actividad en el Brasil y autoriza el establecimiento de contratos para fletar buques extranjeros, así como el transporte de carga perteneciente al Gobierno.  Según un reciente estudio, el rendimiento de las empresas reglamentadas por la ANTAQ mejoró tras el establecimiento de la entidad, tanto en lo que respecta a la eficiencia como a los precios.

214. Los servicios de transporte marítimo y otros tipos de transporte acuático se rigen por la Ley Nº 9.432, de 8 de enero de 1997, y la Ley Nº 10.233, de 5 de junio de 2001.  En la Ley Nº 9.432/97 se establecen las condiciones en las que se permite la participación de las embarcaciones extranjeras en el transporte de mercancías por mar y por vías navegables interiores.

215. Los buques de pabellón brasileño deben ser propiedad de personas físicas residentes y domiciliadas en el Brasil o de una empresa brasileña de navegación (EBN).  Para obtener autorización para ejercer su actividad, la empresa debe estar establecida en el Brasil conforme a la legislación interna, y disponer al menos de una embarcación técnicamente adecuada para el comercio previsto.  No hay restricciones respecto del origen nacional del capital.  La ANTAQ se encarga de conceder esas autorizaciones.  En los buques de pabellón brasileño, el capitán, el jefe de máquinas y dos tercios de la tripulación deben ser nacionales del Brasil;  cuando los buques tienen un registro especial brasileño (REB), el capitán y el jefe de máquinas deben tener nacionalidad brasileña.

216. Los buques brasileños deben registrarse en el Registro de la Propiedad Marítima, según lo preceptuado por la Ley Nº 7.652/88.  Los buques de pabellón brasileño pueden también ser registrados en el registro especial brasileño (REB), opción que se ofrece a las EBN que tengan en construcción embarcaciones en un astillero establecido en el país y permite obtener beneficios a través de los cuales se procura promover el desarrollo de la industria naviera brasileña (véase infra).  Para operar en el Brasil, una empresa extranjera de transporte marítimo que no explote buques (NVOCC, o transportista de pequeños volúmenes para la exportación) debe designar a un representante brasileño y registrarlo en el Departamento del Fondo de la Marina Mercante del Ministerio de Transporte.

217. El transporte multimodal es regulado por la Ley Nº 9.611/98.  No existen restricciones en cuanto al origen del capital para el establecimiento de un operador de transporte multimodal en el Brasil.

218. El artículo 178 de la Constitución requiere reciprocidad de trato para los servicios de transporte marítimo internacional brasileño, conforme a lo establecido en los acuerdos internacionales suscritos por el Brasil.  El Brasil mantiene acuerdos bilaterales sobre reparto de cargas o preferencias de asignación (incluidas las vinculadas con cargas del Estado) con Alemania, la Argentina, Bulgaria, Chile, China, Francia, Polonia, Portugal, Rumania, Rusia y el Uruguay.  Con excepción de los acuerdos bilaterales y determinadas reservas para buques de bandera brasileña para cargas controladas por el Estado, no existen otros sistemas institucionales de asignación de cargas.
  En general, los acuerdos bilaterales celebrados por el Brasil conceden el trato nacional a los buques de la otra parte en cuanto a precios y condiciones de servicios portuarios.

219. Conforme al artículo 7 de la Ley Nº 9.432/97, sólo pueden realizar actividades de cabotaje las embarcaciones de bandera nacional explotadas comercialmente por un nacional del Brasil o una empresa brasileña de navegación (EBN).  Las embarcaciones extranjeras sólo pueden realizar operaciones de cabotaje, navegación interior y navegación dentro de los puertos cuando son fletadas por una EBN, para lo cual se requiere autorización.  Puede concederse autorización cuando no se dispone de un buque de bandera brasileña del tipo requerido;  cuando se declara asunto de interés público;  o cuando el buque extranjero reemplace a otro que se encuentre en construcción en el Brasil.

220. Las importaciones y exportaciones de petróleo crudo y derivados de petróleo crudo producidos en el país deben transportarse en buques de bandera brasileña.  El transporte de equipo y piezas destinados a organismos militares brasileños está reservado a los buques de bandera brasileña explotados por compañías de navegación nacionales.  Las cargas de entidades públicas y bienes que se benefician de programas fiscales o de crédito oficiales también deben transportarse en buques de bandera brasileña, con sujeción a los acuerdos internacionales.  Cuando no se dispone de esos buques o las tarifas no se consideran razonables, puede otorgarse una exención para utilizar buques extranjeros.

221. El Brasil aplica un impuesto al costo del flete marítimo:  el derecho adicional para la renovación de la marina mercante (AFRMM), creado por el Decreto Ley Nº 2.404, de 23 de diciembre de 1987, y que tiene su fundamento legal en la Ley Nº 10.893, de 13 de julio de 2004.  El gravamen equivale al 10 por ciento del flete para el transporte entre puertos brasileños;  al 25 por ciento para navegación de larga distancia (rutas internacionales) a cargo de compañías brasileñas y extranjeras;  y al 40 por ciento para transporte por vías navegables interiores de cargas a granel líquidas en las regiones septentrional y nororiental del Brasil.  El AFRMM no se aplica a las cargas en tránsito ni a las exportaciones, y tampoco a los países con los que el Brasil haya negociado una cláusula específica de los Acuerdos Económicos Complementarios de la ALADI.

222. El producto de la recaudación del AFRMM se destina al Fondo de la Marina Mercante (FMM), que se utiliza para financiar proyectos de construcción o reparación de buques o introducción de mejoras en los mismos en el Brasil, así como astilleros y plantas establecidas o que hayan de establecerse en el país.  Los fondos son administrados por el BNDES, en nombre del FMM y del Ministerio de Transporte.  Se otorgan créditos en condiciones preferenciales, al tipo TJLP más un incremento del 1 por ciento al 6,25 por ciento y con plazos de amortización de 2 a 20 años.  Ciertas ventajas concedidas a las EBN para la compra de equipo o instalaciones están sujetas a prescripciones en materia de contenido nacional.

223. El sector naviero interno puede recibir también otros incentivos.  En virtud de la Medida Provisional Nº 2.158-35, de 24 de agosto de 2001, los ingresos por concepto de fletes provenientes del transporte internacional de mercancías realizado por una EBN en buques registrados en el registro especial brasileño (REB) están exentos del Programa de Integración Social (PIS) y de la contribución a la financiación de la seguridad social (COFINS).  La construcción, el mantenimiento, la reparación y la modernización de buques registrados en el REB en astilleros brasileños gozan del mismo trato fiscal que se concede a las exportaciones de bienes industriales en general (por ejemplo, reembolso de impuestos indirectos internos).

224. El Brasil es signatario, pero no parte, de la Convención de las Naciones Unidas sobre un Código de Conducta de las Conferencias Marítimas.
  El Brasil ha ratificado varios convenios a través de la Organización Marítima Internacional (OMI), incluidos el de Seguridad de la Vida Humana en el Mar de 1974, el Convenio sobre Líneas de Carga de 1996 (LL 96), el Convenio para prevenir la contaminación por los buques (MARPOL 73/78), el Convenio sobre Responsabilidad Civil y sus protocolos (1969, CLC 69), el Reglamento Internacional para Prevenir los Abordajes (COLREG 1972), el Convenio sobre Facilitación del Tráfico Marítimo (FAL) y el Convenio sobre la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y Otras Materias (LC 72).

225. El Brasil mantiene con la Argentina y el Uruguay un acuerdo tendente a facilitar el transporte de cargas.  Además mantiene con la Argentina, Bolivia, el Paraguay y el Uruguay un Acuerdo Multilateral para el transporte por vías navegables interiores en los Ríos Paraguay y Paraná.

Puertos

226. En el Brasil hay 34 puertos públicos;  los más activos en cuanto a carga son:  Tubarão (Espíritu Santo), Itaquí (Marañón), Santos (São Paulo) e Itaguaí (Río de Janeiro), a los que corresponde más del 56 por ciento de los movimientos de carga en puertos brasileños.  De los 34 puertos públicos, 12 se hallan bajo control de empresas públicas y 1 bajo control de empresas privadas, en tanto que 15 son gestionados por los estados y otros 5 por los municipios.  También hay 134 terminales para uso privado.

227. En consonancia con la creciente participación del Brasil en el comercio internacional, el movimiento de carga en los puertos ha seguido intensificándose, aumentando a un ritmo medio anual del 7,2 por ciento entre 2003 y 2007;  el volumen de carga transportada a través de puertos brasileños pasó de 529 millones de toneladas en 2002 a 755 millones de toneladas en 2007.
  En las terminales de uso privado se realizaron aproximadamente las dos terceras partes de los movimientos de carga, y siete productos representaron asimismo dos terceras partes de la totalidad de la carga transportada:  mineral de hierro (35,4 por ciento), petróleo (11,2 por ciento), productos del petróleo (5,8 por ciento), soja (4,3 por ciento), bauxita (3,9 por ciento), abonos (2,4 por ciento) y azúcar (2,1 por ciento).  En 2007, el transporte de larga distancia representó el 74 por ciento de los movimientos de carga realizados desde puertos públicos.

228. La Gerencia de Gestión y Desempeño Portuario (GDP), vinculada a la Superintendencia de Puertos (SPO), ha desarrollado un Sistema de Desempeño Portuario (SDP) cuyo objetivo es establecer un banco de datos e informaciones que sirva de referencia para el cálculo de indicadores operativos y de precios y facilite la evaluación del desempeño de los puertos.  Como resultado, la SPO analizó los precios de los contenedores desplazados en 10 puertos distintos y comprobó que, en 2005, su variación había sido considerable, desde 184,37 reales (10 dólares EE.UU.) por contenedor en el puerto de Natal hasta casi 500 reales (278 dólares EE.UU.) en el puerto de Vila do Conde en Pará.

229. Las actividades portuarias son reguladas por la Ley Nº 8.630, de 25 de febrero de 1993 (Ley de Modernización de Puertos), que prevé un sistema descentralizado de administración de puertos, los que operan bajo la administración federal, la estatal, la municipal y la privada, y permite el otorgamiento de concesiones, incluso a proveedores de servicios extranjeros.  El Consejo de la Autoridad Portuaria (CAP) regula las operaciones portuarias junto con las diferentes autoridades portuarias, y participa en la determinación de los precios de los servicios portuarios.  Las empresas que prestan servicios portuarios auxiliares (contenedores y depósitos, agencias marítimas, transitarios, manipulación de la carga, almacenamiento, despacho de aduana y mantenimiento de buques) deben constituirse en personas jurídicas en el Brasil.  El capital extranjero puede participar en régimen de trato nacional en la prestación de esos servicios.  Análogamente, los servicios portuarios se prestan sobre la base del principio de no discriminación.

230. El Brasil aplica un derecho de faro (TUF), establecido por el Decreto Ley Nº 1.023/69 y reglamentado por el Decreto Nº 70.198, de 24 de febrero de 1972, y el Decreto Nº 878, de 22 de julio de 1993.  El TUF se aplica exclusivamente a buques de bandera extranjera cada vez que utilizan un puerto brasileño en un diferente estado brasileño, y se incrementa en un 50 por ciento para buques de más de 50.000 toneladas y un 100 por ciento para buques de más de 100.000 toneladas.

231. Desde 2004, el Brasil ha venido aplicando una política federal de medidas portuarias para que los puertos y terminales brasileños cumplan el Código Internacional de Seguridad de Barcos e Instalaciones de Puertos (Código ISPS) de la OMI, que contiene requisitos detallados relacionados con la seguridad, aplicables a gobiernos, autoridades portuarias y compañías de navegación.  Según las autoridades, 226 puertos han obtenido el certificado de conformidad con el Código ISPS y más de 600 personas han sido habilitadas para funciones de supervisión (noviembre de 2008).

vi) Servicios profesionales

232. El ejercicio de las distintas profesiones en el Brasil se reglamenta a nivel federal.  Los profesionales con calificaciones extranjeras deben solicitar la convalidación de su título en una universidad reconocida.  Además, la inscripción en las asociaciones profesionales es obligatoria para la prestación de determinados servicios, tales como los servicios jurídicos, de contabilidad, de arquitectura y de ingeniería.  No se reservan profesiones para los nacionales, pero el ejercicio de la abogacía y otras profesiones está supeditado a la residencia en el Brasil, como parte de los requisitos establecidos por las leyes de inmigración.  Los abogados extranjeros pueden establecer una consultoría sobre derecho extranjero en el Brasil, pero sólo si sus países de origen ofrecen condiciones de reciprocidad para los brasileños..  En lo que respecta a la arquitectura y la ingeniería, la presencia comercial depende de que los proveedores de servicios extranjeros constituyan sociedades conjuntas con los proveedores de servicios brasileños, que deben asumir la carga de la responsabilidad civil.

a)
Características generales
233. Las exportaciones de servicios profesionales y servicios prestados a las empresas del Brasil alcanzaron un valor total de 10.100 millones de dólares EE.UU. en 2007, mientras que el valor de las importaciones fue de 3.800 millones de dólares EE.UU.

234. De conformidad con el artículo 22 de la Constitución, la Unión tiene facultades exclusivas para reglamentar por ley el ejercicio de las profesiones.  El registro en los consejos federales o regionales es obligatorio para algunas profesiones.  No se reservan profesiones para los nacionales, pero los extranjeros deben cumplir ciertos requisitos legales para el ejercicio profesional en el Brasil.

235. El Consejo de Educación Nacional, en virtud de la Resolución Nº 8, de 4 de octubre de 2007, reglamenta el reconocimiento y la convalidación de diplomas, títulos y certificados expedidos por escuelas o instituciones de enseñanza fuera del Brasil.  El Consejo se encarga de publicar y aplicar las resoluciones y directivas por las que se rige el sistema de enseñanza en el Brasil.

236. La Decisión Nº 25/2003 del MERCOSUR, por la que se establece un marco normativo general para el reconocimiento mutuo de titulaciones profesionales, está aplicándose gradualmente.

237. Los profesionales con calificación extranjera deben solicitar la reválida de su título por una universidad, mediante la presentación de una copia del documento original acompañada por una transcripción.  El grado es evaluado por una comisión de especialistas de la universidad.  Conforme al artículo 207 de la Constitución, cada universidad, una vez reconocida por el Ministerio de Educación, tiene completa autonomía para la evaluación y convalidación de títulos extranjeros.

b)
Servicios jurídicos
238. La Ley Nº 8.906, de 1994, regula el ejercicio de la profesión de abogado en el Brasil.  El Colegio de Abogados del Brasil (CAB), que es una institución no gubernamental autónoma, regula y establece las normas de conducta para esa profesión a nivel federal.
  El CAB tiene 27 consejos seccionales cuyas oficinas centrales se encuentran en cada capital de las unidades federativas del Brasil.  El Consejo Federal del Colegio de Abogados del Brasil, que es una federación de los consejos seccionales, está facultado para establecer normas, reglamentos y códigos de conducta para la profesión de abogado.  En el CAB están registrados unos 610.000 abogados (agosto de 2008).

239. El acceso al mercado brasileño para los abogados extranjeros requiere acreditación, reválida del título profesional y registro en el Brasil, salvo que se trate de consultores en derecho extranjero.  La Ley Nº 8.906, de 1994, establece que el ejercicio de la profesión de abogado en territorio brasileño y la denominación de abogado sólo están al alcance de quienes se registran en el CAB.  El ejercicio de la profesión requiere también la residencia en el Brasil, como parte de los requisitos de inmigración.  Este requisito se aplica a brasileños y extranjeros calificados en el extranjero que deseen ejercer la abogacía en el Brasil.  La calificación para el ejercicio de la abogacía en el Brasil consiste esencialmente en un proceso de dos etapas:  en la primera de ellas, los solicitantes deben pedir que se revaliden sus grados y aprobar el examen de ingreso en el Colegio;  el segundo paso consiste en registrarse en el Colegio de Abogados del Brasil.  El registro principal de un abogado debe realizarse en el Consejo Seccional del territorio en que se propone fijar su domicilio profesional.

240. La Disposición Nº 91 de 13 de marzo de 2000 (Disposición Nº 91/2000) permite a un abogado extranjero autorizado ejercer su profesión en su país de origen, establecer en el Brasil una consultoría o una asociación de consultores en derecho extranjero con una empresa ya establecida en el país.
  Se requiere autorización y registro en el Colegio de Abogados del Brasil, que se otorgan por períodos renovables de tres años.  Conforme a la Disposición Nº 91/2000, el solicitante debe presentar pruebas de residencia en el Brasil, licencia para ejercer la profesión de abogado, estar admitido efectivamente en el Colegio de Abogados del país de calificación, acreditar buena conducta, inclusive a través de la declaración de tres abogados brasileños registrados en el CAB, y probar la existencia de un instrumento de reciprocidad para los abogados brasileños que deseen ejercer la profesión de abogado en el país de origen del solicitante.
  La Disposición prohíbe ofrecer servicios de consultoría o asesoramiento en derecho brasileño y desempeñarse como procurador.
241. La Disposición Nº 99 de 2002 creó un Registro de Consultores en Derecho Extranjero.  Las empresas de consultoría que prestan servicios de derecho extranjero deben constituirse y registrarse en el Brasil a los solos efectos de prestar ese tipo de servicios, y todos sus abogados deben ser autorizados por el CAB para prestar servicios de consultoría en derecho extranjero.

c)
Servicios de contabilidad y auditoría
242. En el Brasil la profesión de contador es regulada por el Consejo Federal de Contabilidad (CFC), que se encarga de expedir las directrices que rigen la profesión, así como de supervisar la conducta profesional.  El CFC, creado por el Decreto Ley Nº 9.295, de 27 de mayo de 1946, y regulado por la Resolución Nº 960/03 del CFC, de 6 de mayo de 2003, es una institución de derecho privado que presta un servicio público.
  Los Consejos Regionales de Contabilidad (CRC) están subordinados al CFC y se encargan de la administración de las Directrices emitidas por el Consejo Federal, así como del registro de contadores y la supervisión general de la profesión.

243. El Brasil participó en las tareas de preparación de directrices para los acuerdos de reconocimiento mutuo en el sector de la contabilidad del Grupo de Trabajo sobre los Servicios Profesionales de la OMC, y facilitó respuestas al cuestionario relativo a ese sector.

244. La legislación brasileña reconoce dos tipos de profesionales contables:  los contadores, que requieren estudios universitarios, y los técnicos en contabilidad.
  De conformidad con la Resolución Nº 496 del CFC, de 5 de octubre de 1979, los títulos pertinentes deben registrarse en el CRC.  Esta obligación rige tanto para nacionales como para extranjeros.
  Los auditores que deseen actuar en el ámbito de los valores deben registrarse también en la Comisión de Valores Mobiliarios, ya sea como auditores independientes/personas físicas, o como auditores/personas jurídicas independientes, conforme a la Ley Nº 6.385/76.  En el Brasil están registrados 207.000 contadores (en junio de 2008), 192.000 técnicos en contabilidad y 67.000 empresas de contabilidad.

d)
Servicios de arquitectura e ingeniería
245. Las profesiones de arquitectura e ingeniería se rigen por la Ley Nº 5.194/66, la Ley Nº 6.496/77 y la Resolución 1.010/05.  El Consejo Federal de Ingeniería, Arquitectura y Agronomía (CONFEA) se encarga de reglamentar y supervisar el ejercicio de esas profesiones.  Los arquitectos y los ingenieros deben registrarse en el CONFEA;  en agosto de 2008 se hallaban registrados unos 900.000 miembros.
  Para inscribirse en el registro se requiere un título profesional reconocido;  en el caso de los títulos extranjeros, el profesional debe superar el proceso de convalidación descrito en la sección a) supra.  La Ley Nº 5194/66 no se refiere específicamente a ninguna materia sujeta a limitaciones en lo que respecta al ejercicio de profesionales extranjeros o del comercio exterior.  Sin embargo, la presencia comercial depende de que los proveedores de servicios extranjeros se unan a los proveedores de servicios brasileños en el marco de un tipo específico de entidad jurídica (consórcio) en la que la parte brasileña asume la carga de la responsabilidad civil.  Los arquitectos e ingenieros extranjeros pueden trabajar en el Brasil sólo tras haber demostrado que no existen profesionales brasileños capaces de realizar el trabajo de que se trate.

246. En el marco del CONFEA existe un consejo regional (CREA) en cada estado, encargado de supervisar el ejercicio de las profesiones y la aplicación del reglamento del CONFEA en su jurisdicción.  Los profesionales deben registrarse en el CREA del estado en el que ejerzan su profesión.
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� En los capítulos III y IV, las cifras en reales brasileños se han convertido a dólares de los Estados Unidos a un tipo de cambio de 1,8 reales por dólar, que representa el promedio aritmético correspondiente a los 11 primeros meses de 2008.  Al 15 de diciembre de 2008, el tipo de cambio era de 2,37 reales por dólar.
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� El texto de la resolución puede consultarse como información en línea del MDA en la dirección siguiente:  http://www.mda.gov.br/saf/arquivos/1651916442.pdf.
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� OCDE (2007), página 35.
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� Los sistemas aislados representan únicamente el 3,4 por ciento de la capacidad de producción de electricidad del Brasil.  Información en línea del ONS.  Consultada en:  http://www.ons.org.br/conheca_sistema/ o_que_e_sin.aspx.
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� MDIC (2008).


� Secretaría de la OMC, con información de la base de datos Comtrade de las Naciones Unidas.


� Puga (2008a).


� De conformidad con la clasificación sectorial de la OCDE en cuatro grupos:  a) uso intensivo de la ingeniería y la tecnología;  b) uso intensivo de las economías de escala;  c) uso intensivo de los recursos naturales;  y d) uso intensivo de la mano de obra.


� Puga (2008b).


� OCDE (2006).


� Ley Nº 10.973, de 2 de diciembre de 2004;  Ley Nº 11.077, de 30 de diciembre de 2004;  Ley Nº 11.105, de 23 de noviembre de 2005;  y Ley Nº 11.196, de 21 de noviembre de 2005, respectivamente.


� Estas nuevas líneas de crédito pueden utilizarse también para financiar actividades de minería, extracción de hidrocarburos y prestación de servicios.


� OCDE (2008b).  En ese estudio de la OCDE, la ventaja comparativa manifiesta se mide como la razón entre las exportaciones de un producto de un país y sus exportaciones totales, dividida por la razón entre las exportaciones mundiales del producto y las exportaciones mundiales totales.


� OCDE (2008b).
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� Central Bank of Brazil (2008i), vol. 23.


� El sistema financiero comprende bancos de operaciones generales (139 en octubre de 2008), bancos comerciales (19), bancos de desarrollo (4), bancos de ahorro (1), bancos de inversiones (18), empresas de financiación del consumo (SCFI, 55), sociedades de corretaje de valores (SCTVM, 106), sociedades de agentes de cambio (SCC, 46), sociedades de distribución de valores (SDTVM, 136), sociedades de arrendamiento financiero (SAM, 36), sociedades de crédito inmobiliario y asociaciones de ahorro y préstamos (SCI & APE, 17), compañías hipotecarias (CH, 6), y agencias de desarrollo (12), cooperativas de crédito (1.460) e instituciones de microfinanciación (SCM, 45).  Información en línea del Banco Central.  Consultada en:  http://www.bcb.gov.br/htms/deorf/d200810/Quadro%2001%20-%20Quantitativo%20de%20instituições%20por %20segmento.pdf.


� Central Bank of Brazil (2007), capítulo 4.


� El total de instituciones supervisadas comprende las del SFN más las sociedades de gestión de consorcios (317), que no se consideran instituciones financieras, a pesar de que el Banco Central reglamenta y supervisa su actividad.


� Central Bank of Brazil (2008l), página 33.


� Información en línea del Ministerio de Hacienda.  Consultada en:  http://www.fazenda.gov.br/ portugues/orgaos/cmn/cmn.asp.


� Central Bank of Brazil (2008d).


� Central Bank of Brazil (2007).


� Central Bank of Brazil (2007).


� Central Bank of Brazil (2008c).


� Información en línea del Banco Central del Brasil.  Consultada en:  http://www.bcb.gov.br/ftp/ NotaEcon/NI200808pmi.zip.


� Central Bank of Brazil (2008c).


� Central Bank of Brazil (2008c).


� Información en línea del Banco Central.  Consultada en:  http://www.bcb.gov.br/pec/indeco/Port/ ie2 31.xls, y http://www.bcb.gov.br/ftp/NotaEcon/NI200808pmi.zip.


� Central Bank of Brazil (2008j).
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� El tipo al contado del mercado monetario (CDI) era superior al 14 por ciento en noviembre de 2008;  el promedio de los tipos de crédito es considerablemente más elevado que el CDI:  en noviembre de 2008 superaba el 42 por ciento.


� Consultado en:  https://www3.bcb.gov.br/msv/pesquisa/homepdf.jsp.


� El texto de esa Resolución puede consultarse como información en línea del Banco Central en la dirección siguiente:  http://www.bcb.gov.br/ Htms/Normativ/ RESOLUCAO3556.pdf.


� Información en línea de la Federación Nacional de las Compañías de Seguros Privados (FENASEG).  Consultada en:  http://www.fenaseg.org.br/.


� Información en línea de la SUSEP.  Consultada en:  https://www.susep.gov.br/menuatendimento/ resseguros/resseguradoras.asp.


� Información en línea de la SUSEP.  Consultada en:  https://www.susep.gov.br/textos/ LC126�2007.pdf.


� Documento GATS/SC/13/Suppl.3 de la OMC, de 26 de febrero de 1998.


� Las compañías de seguros que se propongan desempeñar su actividad en todo el país deben mantener una cantidad no inferior a 1,2 millones de reales como capital fijo, más una cantidad variable de 6 millones de reales, como máximo (en total, 7,2 millones de reales o 4 millones de dólares EE.UU.).  Los planes de inversiones deben mantener 1,8 millones de reales y 10,8 millones de reales (6 millones de dólares EE.UU.), respectivamente.  Para más detalles, véase la información en línea de la SUSEP.  Consultada en:  http://www.susep.gov.br/menumercado/ capitalmin.asp.


� Información en línea de la SUSEP.  Consultada en:  http://www.susep.gov.br/menumercado/ capitalmin.asp.


� Información en línea de BOVESPA.  Consultada en:  http://www.bovespa.com.br/indexi.asp.


� Información en línea de la CVM.  Consultada en:  http://www.cvm.gov.br/ingl/indexing.asp.


� Información en línea de BOVESPA.  Consultada en:  http://www.bovespa.com.br/.


� La Resolución Nº 2.763 del CMN, de 9 de agosto de 2000, contiene disposiciones sobre certificados de depósito brasileños.


� Información en línea de Teleco.  Consultada en:  www.teleco.com.br.


� El Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE) organiza el sector con arreglo a la definición de "servicios de información", que comprende:  los servicios de telecomunicaciones;  los servicios relacionados con los programas y el equipo de informática;  los servicios de Internet;  los servicios de emisiones de radio y televisión, incluida la televisión por cable;  la producción de películas;  y el periodismo.  Información en línea del IBGE.  Consultada en:  http://www.ibge.gov.br/home/estatistica/indicadores/pib/defaultcnt .shtm.


� Información en línea de Teleco.  Consultada en:  www.teleco.com.br.


� En la cifra de conexiones de banda ancha no se incluyen las conexiones de IP única, por satélite o mediante teléfono móvil.


� Información en línea de Teleco.  Consultada en:  www.teleco.com.br.


� CADE (2008);  ANATEL (2006);  e información en línea de Teleco.  Consultada en:  www.teleco.com.br.


� Información en línea de la ANATEL.  Consultada en:  http://www.anatel.gov.br/.


� Información en línea de Teleco.  Consultada en:  www.teleco.com.br.


� OMC (2005).
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� La tecnología VoIP (voz sobre protocolo IP) permite la transmisión de voz a través de redes de Internet.


� Hay dos sociedades holding controladas por empresas de telecomunicaciones extranjeras (Telefónica y Telmex);  una controlada por inversores tanto extranjeros como nacionales;  y una controlada exclusivamente por inversores nacionales, entre ellos, el banco de desarrollo brasileño (BNDES) y fondos de pensiones de empresas estatales.


� Información en línea de Telemar.  Consultada en:  http://www.novaoi.com.br/portal/site/RI/ menuitem.b08d7238c83baa5467106457f26d02a0/?vgnextoid=fcbf22496b027110VgnVCM10000090cb200aRCRD.


� Información en línea de Teleco.  Consultada en:  www.teleco.com.br.


� Información en línea de la ANATEL.  Consultada en:  http://www.anatel.gov.br/.


� CADE (2008).


� Ley Nº 9.472, de 16 de julio de 1997.


� Ley Nº 9.472, de 16 de julio de 1997 (Ley General de Telecomunicaciones, LGT).


� Ley Nº 9.472, de 16 de julio de 1997 y Portaria ANATEL CADE Nº 1, de 9 de septiembre de 1998.


� OCDE (2008a).


� Artículo 31 del Decreto Nº 2.338, de 7 de octubre de 1997.


� Ley Nº 8.977, de 6 de enero de 1995 (Ley del Cable)


� Información en línea de la ANATEL.  Consultada en:  http://www.anatel.gov.br/.


� Información en línea de la ANATEL.  Consultada en:  http://www.anatel.gov.br/.


� Información en línea de Teleco.  Consultada en:  www.teleco.com.br.


� Reglamentación para fijar los precios de los servicios de telefonía fija en régimen público, anexa a la Resolución Nº 424 de la ANATEL, de 6 de diciembre de 2005.


� Norma para el cálculo del IST, anexa a la Resolución Nº 420 de la ANATEL, de 25 de noviembre de 2005.


� Modenesi et Modenesi (2005), e información en línea del Banco Central.  Consultada en:  http://www4.bcb.gov.br/?FOCUSPERG.


� Reglamento General de Interconexión, anexo a la Resolución Nº 410 de la ANATEL, de 11 de julio de 2005.


� Los criterios aplicados por la ANATEL para determinar qué empresas tienen un poder de mercado significativo figuran en el capítulo II del Anexo a la Resolución Nº 458, de 8 de febrero de 2008, y el capítulo II del Anexo a la Resolución Nº 438, de 10 de julio de 2006.


� Información en línea de Teleco.  Consultada en:  www.teleco.com.br.


� Información facilitada por las autoridades brasileñas.


� La tecnología WiMax permite la transmisión inalámbrica de datos a distancias medias.


� Resolución Nº 460 de la ANATEL, de 19 de marzo de 2007.


� Resolución Nº 220 de la ANATEL, de 5 de abril de 2000.


� Ley Nº 9.472, de 16 de julio de 1997 (LGT).


� Decreto Nº 6.424, de 4 de abril de 2008.


� Información en línea del BNDES.  Consultada en:  http://www.bndes.gov.br/empresa/fundos/funttel/ demonstracoes_contabeis.asp.


� Información en línea de la ANAC.  Consultada en:  http://www.anac.gov.br/estatistica/ regpon2007.asp


� ANAC (2007).


� Información en línea del MDIC.  Consultada en:  http://aliceweb.desenvolvimento.gov.br.


� Información en línea de la ANAC.  Consultada en:  http://www.anac.gov.br/estatistica/estat27.asp.


� Información en línea de la INFRAERO.  Consultada en:  http://www.infraero.gov.br/.


� Véase OMC (2005).


� Decreto Nº 3.564, de 17 de agosto de 2000.


� Ley Nº 11.182, de 27 de septiembre de 2005, y Decreto Nº 5.731, de 20 de marzo de 2006.


� Ley Nº 7.565, de 19 de diciembre de 1986.


� Información en línea del Ministerio de Relaciones Exteriores.  Consultada en:  http://www2.mre.gov.br/dai/aereo.htm.


� Información en línea del Ministerio de Relaciones Exteriores.  Consultada en:  http://www2.mre.gov.br/dai/ servaereos.htm.


� Documento S/C/W/270/Add.2, de la OMC, de 28 de septiembre de 2007, página 128.


� Sistemas de reserva informatizados, venta y comercialización de los servicios de transporte aéreo, y servicios de reparación y mantenimiento de aeronaves.


� Documento GATS/SC/13 de la OMC, de 15 de abril de 1994.


� En sustitución de la Resolución Nº 004/2003 del CONAC.


� Artículos 180 y 181 de la Ley Nº 7.565, de 19 de diciembre de 1986.


� Resolución Nº 015/2007 del CONAC, de 20 de julio de 2007.


� Portaria Nº 447DGAC del DAC, de 13 de mayo de 2004.


� Ley Nº 7.565, de 19 de diciembre de 1986.


� INFRAERO no es titular de concesiones para la explotación de aeropuertos públicos, sino que desempeña esa actividad en virtud de decretos ministeriales promulgados en el decenio de 1970.


� Portaria Nº 467/GMS, de 3 de junio de 1993.


� En la Portaria Nº 382/DGAC del DAC, de 28 de abril de 2004, se establecen normas detalladas para el suministro de servicios auxiliares.


� Portaria Nº 142/DGAC del DAC, de 9 de abril de 1990, modificada.


� Ley Nº 7.920, de 12 de diciembre de 1989, y Ley Nº 6.009, de 26 de diciembre de 1973.


� ANTAQ (2007).


� Algunas compañías tienen autorización para suministrar más de un servicio.  Información en línea de la ANTAQ.  Consultada en:  http://www.antaq.gov.br/Portal/pdf/Palestras/Nov06TheRegulatory DutiesofANTAQ.pdf.


� Información en línea de la ANTAQ.  Consultada en:  http://www.antaq.gov.br/ Portal/pdf/Palestras/Nov06The RegulatoryDutiesofANTAQ.pdf.


� Mendes De Paula y Avellara (2007).


� Documento S/NGMTS/W/2 del GATT, de 21 de octubre de 1994.


� Información en línea de las Naciones Unidas.  Consultada en:  http://untreaty.un.org/ ENGLISH/bible/englishinternetbible/ partI/chapterXII/treaty15.asp.


� Información en línea de CCA-IMO.  Consultada en:  www.ccaimo.mar.mil.br.


� Información en línea de la ANTAQ.  Consultada en:  http://www.antaq.gov.br/Portal/ estatisticasanuario.asp#.


� Central Bank of Brazil (2008i).


� Información en línea del Colegio de Abogados del Brasil.  Consultada en:  http://www.oab.org.br/.


� Para el texto de la disposición véase la información en línea del CAB.  Consultada en:  http://www.oab.org.br/.


� Información en línea del Colegio de Abogados del Brasil.  Consultada en:  http://www.oab.org.br/ari/files/Provimento91-2000.pdf.


� Información en línea del Consejo Federal de Contabilidad.  Consultada en:  http://www.cfc.org.br/.


� Información en línea del Laboratorio de Tecnología y Sistemas de Información de la Universidad de São Paulo.  Consultada en:  http://www.tecsi.fea.usp.br/.


� Documento S/WPPS/W/7/Add.22 de la OMC, de 5 de noviembre de 1996.


� Documento S/WPPS/W/7/Add.22 de la OMC, de 5 de noviembre de 1996.


� Información en línea del Consejo Federal de Contabilidad.  Consultada en:  http://www.cfc.org.br/ exame/detalhes.asp?cod=1013.


� Información en línea del CFC.  Consultada en:  http://www.cfc.org.br/uparq/Ativos_200806.pdf.


� Información en línea del CONFEA.  Consultada en:  http://www.confea.org.br/publique/cgi/ cgilua.exe/sys/start.htm?sid=140&pai=4&sub=21.





